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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS INGRESADAS



	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	06-12152-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Bruno Cerdas

Inversiones GAMA S.A.
	03-10-06
	IMPUESTOS A MOTELES DESTINADOS AL IMAS

-Capítulo VI de la Ley de Contingencia Fiscal No. 8343

Se cuestiona el impuesto a moteles destinado al Instituto Mixto de Ayuda Social. Señala que esta ley se encuentra derogada, pues se le confirió una vigencia de 12 meses. 



	06-12193-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José
	04-10-06
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA LABORAL

-Artículo 402 del Código de Trabajo

Señala que la Procuraduría sostiene que no se aplica el voto 3669-06 de la Sala Constitucional porque en materia laboral, hay un artículo específico que lo regula, que no ha sido afectado por el voto citado. Expediente Judicial: 05-002679-0166-LA



	06-12213-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Der. Van Wilpe Von Malchus

Parque Montaña del Sol cc/ Montaña Mágica SA


	03-10-06
	REGULACION DE TARIFAS DE ACUEDUCTOS PRIVADOS POR PARTE DE ARESEP

- Artículos 4, 5, 6, 21, 23, 24 y 31 de la Ley Reguladora de los Servicios Públicos. (ARESEP) No. 7593 del 09-08-1996.

-Artículos 4, 11, 12 y 62 del Reglamento a la Ley Reguladora de los Servicios Públicos.

Se acusa que ARESEP no ha fiscalizado como corresponde el acueducto del Condominio Parque Montaña Mágica y aún así, fija tarifas irregulares. 



	06-12305-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José
	06-10-06
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA LABORAL

-Artículo 402 del Código de Trabajo

Señala que la Procuraduría sostiene que no se aplica el voto 3669-06 de la Sala Constitucional porque en materia laboral, hay un artículo específico que lo regula, que no ha sido afectado por el voto citado. Expediente Judicial: 05-001379-0166-LA



	06-12422-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Oldemar Luna Tablada
	10-10-06
	PARTICIPACION DEL TERCER POSEEDOR EN EL PROCESO CIVIL. 

-Artículo 665 del Código Procesal Civil, frase: “Los acreedores que se apersonen podrán impulsar los procedimientos…”

En proceso civil se le da audiencia al tercer poseedor, pero no para que participe dentro del proceso ordinario, sólo para que pague la deuda que sostiene el deudor con el acreedor y para que abandone el bien. 



	06-12433-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Máximo Rojas López
	10-10-06
	PLAZO PARA RESOLVER INCIDENTES

-Artículo 98 bis inciso h) del Código de Familia.

Los incidentes de la nulidad de notificación de la demanda, cuyo resultado incide en las etapas posteriores, se resuelve en la etapa de la audiencia, violando de esa forma el artículo 41 de la Constitución Política.  



	06-12451-0007-CO

Acción de Inconstitucional


	Jorge Antonio Muñoz Corea
	10-10-06
	PRESCRIPCION DE HIPOTECAS

-Reforma al artículo 968 del  Código de Comercio, efectuada mediante el artículo único de la Ley No. 3416 del 03 de octubre de 1964. 

Se aplica una prescripción de diez años, genérica a las hipotecas aunque su causa la constituya una operación mercantil. 



	06-12583-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Giuseppe Pileggi
	12-10-06
	PROCESO DE EXTRADICION

-Artículos 2 inciso 3 y artículo 3 del Tratado de Extradición entre el gobierno de Costa Rica y Estados Unidos. 

-Artículo 9 de la Ley de Extradición.

Se alega como inconstitucional la analogía de normas penales, ya que dispone la aplicación o interpretación analógica mediante la cual se pretende reconocer como delito en Costa Rica, una conducta tipificada en el país requirente y no en C.R. También cuestiona que por un delito cometido en Costa Rica, el sujeto pueda ser extraditado a Estados Unidos, por un delito cometido en C.R.   Además señala que un extranjero no puede recurrir la resolución que ordena su detención para extradición. 



	06-12618-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana María Corea Figueroa
	13-10-06
	PRIVILEGIO OTORGADO A BANCOS DEL ESTADO E INSTITUCIONES AUTONOMAS DE NO PRESENTAR PERSONERIA EN TRIBUNALES 

-Artículo 70 de la Ley del Sistema Bancario Nacional. No. 1644 del 26-09-1953 y su reforma, mediante ley NO. 4973 del 24-09-1971, en los artículos 68, 10 y 71. 

-Artículo XXXIII del Consejo Superior del Poder Judicial, tomado en sesión del 31-08-2000, artículo LI y contra la circular No. 186-2004. Comunica la ejecución de la ley impugnada.  

Se establece un privilegio a favor de los bancos del Estado e instituciones autónomas y semi autónomas, de no presentar certificaciones de personería para establecer acciones de demanda ante los Tribunales de la República. 



	06-12620-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Alberto Guardiola Aguirre
	13-10-06
	PLAZO PARA INSCRIBIR MATRIMONIOS

-Artículo 31 párrafo 5 del Código de Familia.

La norma señala que a los ocho días siguientes a la celebración del matrimonio, el funcionario deberá enviar copia autorizada de dicha acta y los documentos respectivos al Registro Civil. Notario fue sancionado, porque el tribunal interpretó que los días son naturales y no hábiles.  



	06-12657-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo Loría Arias
	15-10-06
	SEGURO DE DESOCUPACIÓN

-Omisión del Poder Legislativo y Ejecutivo de cumplir lo dispuesto en el artículo 72 de la Constitución Política, en tanto establece un seguro de desocupación y reinserción laboral a los ciudadanos desocupados. 



	06-12756-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hugo Cruz Meneses
	19-10-06
	PRESUPUESTO. NORMA ATIPICA

-Artículo 177 Ley de Presupuesto Extraordinario Número 6995, publicada en el Alcance número 11, Gaceta número 140 del 24 de julio de 1985.

Mediante esta ley de presupuesto se creó la Corporación de Servicios Múltiples del Magisterio Nacional. 

 

	06-12766-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Johnny Carvajal Esquivel
	19-10-06
	DISCRIMINACION EN PENSIONES DE LA CCSS

-Artículo 5 y transitorios 5, 6 y 7 Reglamento vigente de Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Cala Costarricense de Seguro Social. 

Discriminación por edad y sexo para pensionarse en la CCSS, entre hombres y mujeres. A los hombres se les exige 61 años y once meses con 462 cuotas y a las mujeres 59 años y 11 meses con 466 cuotas. 



	06-12856-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Blanca Rosa Sarmiento Campos
	20-10-06
	JURISPRUDENCIA CIVIL SOBRE DERRIBO DE ÁRBOLES.

-Jurisprudencia de los Tribunales Civiles sobre la interpretación de los artículos 403 y 404 del Código Civil, sobre derribo de árboles. 

Acusa la recurrente que los jueces civiles ordenan la destrucción de árboles y sus raíces, que están a menos de cinco metros de la línea limítrofe. Asegura que las normas no prevén el derribo de los árboles. 

  

	06-12941-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Haydeé Venegas Porras
	23-10-06
	OBLIGACION DE FORTIFICAR ARROZ

-Artículo 3 del Decreto Ejecutivo No. 33124-S. Reglamento para el Enriquecimiento de Arroz. Publicado en La Gaceta del 02-06, modifica el Decreto 30031-S.

La norma impugnada obliga a los industriales y comerciantes de arroz en Costa Rica a fortificar el arroz utilizado para el consumo humano.



	06-13032-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eleazar Duarte Briones

Sociedad Bejuco Inversiones SA


	25-10-06
	ESTABLECIMIENTO DE AREAS SILVESTRES POR PARTE DEL PODER EJECUTIVO, SIN PREVIA INDEMINIZACION.

-Artículo 33 inciso 15 de la Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por programas del año 1989. Ley No. 7111. Publicada en el alcance número 41. Gaceta No. 246 del 27-12-1988.

-Decreto No. 32825-MINAE. Publicado en La Gaceta No. 242 del 15-12-2005.  

-Artículo 54 de la Ley Forestal No. 7575 y artículos 15 y 16 de la Ley de Vida Silvestre No. 7317. 

Se autoriza al MINAE para suscribir convenios con organizaciones conservacionistas privadas sin fines de lucro, para que contraten personal que labore en las áreas silvestres de diferentes programas. Los salarios, cargas sociales y demás, corresponderán a las organizaciones privadas. Los contratados tendrán labores de policía, según lo que establece la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, Forestal y del Servicio de Parques Nacionales.  La Ley Forestal es aplicada aún dentro de las fincas particulares no sometidas voluntariamente al Régimen Forestal, en este caso, se acusa que se estableció como área silvestre la Reserva Forestal de Golfo Dulce, sin indemnización previa. 



	06-13034-0007-CO

Consulta Legislativa


	Daniel Soley Gutiérrez

Defensor de los Habitantes a.i.


	25-10-06
	LEY DE PRESUPUESTO 2007. 

-Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario de la República del 2007. Expediente 16356. 

Se consulta que si la omisión de incluir en el proyecto, el monto establecido por las leyes No. 5662 y 6914 a favor de FODESAF, correspondiente al 20% del Impuesto General sobre las Ventas.



	06-13048-0007-CO

Consulta Legislativa


	Luis Antonio Barrantes Castro y otros
	26-10-06
	LEY DE PRESUPUESTO 2007. 

-Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario de la República del 2007. Expediente 16356.



	06-13079-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Contravencional de Pérez Zeledón
	26-10-06
	DETERMINACION DE SANCIONES EN LA LEY SOBRE EL REGIMEN DE RELACIONES ENTRE PRODUCTORES, BENEFICIADORES Y EXPORTADORES DE CAFE. 

- Artículo 117 de la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café. No. 2762 del 10-07-1961. 

La norma establece que quienes realicen transacciones con café o tienen posesión de este en contravención con lo dispuesto en la ley, estarán sujetos al pago de una multa, cuyo importe será el equivalente a cinco veces el precio promedio nacional por kilogramo, según la liquidación final del café de la cosecha inmediata anterior, de acuerdo con la cantidad de café de que se trate. Considera el consultante que la norma establece una multa equivalente a cinco veces el precio promedio nacional del kilogramo de café, según la cantidad del producto de que se trate, lo que considera contrario a los artículos 33 y 39 de la Constitución. 



	06-13174-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia Zamora Castro
	27-10-06
	LIMITACIONES PARA SER PARTE DE JUNTA DIRECTIVA DE CONARROZ. ANTECEDENTE PENAL.

-Artículo 19 de la Ley No. 8285 del 30 de mayo del 2002. Ley de Creación de la Corporación Arrocera Nacional. 

Se restringen los derechos para ser representante ante la Junta Directiva de la CONARROZ, a quienes mediante sentencia, resulten responsables de cualquier delito doloso.  



	06-13183-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Roberto Zamora Bolaños
	27-10-06
	FABRICACION DE ARMAS

-Decreto Ejecutivo No. 33240-S. Publicado en La Gaceta No. 161 del 23-08-2006.

La norma impugnada permite la fabricación de armas en el país, específicamente la extracción de minerales de Uranio y Torio, la elaboración de combustible nuclear, la fabricación de generadores de vapor y la fabricación de armas y municiones.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS



	EXPEDIENTE Y VOTO


	FECHA
	RESULTADO

	06-10890-0007-CO

Voto 2006-14629
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Wilbert Ruiz Medina en contra del artículo 385, inciso d), del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08154-0007-CO.
Voto 2006-14630
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Osvaldo Carlos Scalia en contra del artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 30355 de veintitrés de abril de dos mil dos. Se rechaza de plano la acción.-
La Magistrada Calzada pone nota.-


	06-06932-0007-CO.
Voto 2006-14631


	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Allan Garro Navarro en contra de los artículos 32 y 33 de la Ley General de Caminos. Se rechaza de plano la acción.-

El Magistrado Vargas pone nota.-


	06-02936-0007-CO.
Voto 2006-14632
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vladimir de la Cruz de Lemos en contra del inciso 2) del artículo 96 de la Constitución Política establecido por Ley 7675 de 2 de junio de 1997 y consiguientemente contra las mismas y todas las reformas anteriores de ese inciso desde la reforma constitucional de Ley número 2036 de 18 de julio de 1956. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-08727-0007-CO.
Voto 2006-14633
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Christina Mavis Donalene Glass, y otra, en contra del artículo 44, inciso c), de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-07669-0007-CO.
Voto 2006-14634
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Gabriela Zeledón Ching en contra de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, artículo 44 inciso a). Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-11472-0007-CO.
Voto 2006-14635
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al procedimiento de revisión de Víctor Cordero Chaves. No ha lugar a evacuar la consulta. Devuélvase el expediente a la autoridad consultante para que continúe con el trámite.-



	06-11077-0007-CO.
Voto 2006-14636
	04-10-06
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la aprobación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, expediente legislativo número 15.743. Se evacua la consulta legislativa preceptiva referente al proyecto de ley de aprobación de la "Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción” expediente legislativo número 15.743, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Tome nota la Asamblea Legislativa de lo dicho en el último Considerando de esta sentencia. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-


	04-02131-0007-CO.
Voto 2006-14640
	04-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Saborío Valverde en contra de los artículos 32, 38, 41, 41 bis, 47, 73, 74, 78, 96 bis, 119 y 191 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-

Los Magistrados Solano y Vargas conceden legitimación al accionante y continúan con el trámite de la acción.-

Los Magistrados Mora y Calzada ponen nota.-



	04-06482-0007-CO.
Voto 2006-14641
	04-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros diputados en contra de los artículos 32, 61 inciso c), 80 incisos e) y h), 101, 102 y 103 del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Órganos de Desconcentración Máxima. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Organismos de Desconcentración Máxima aprobado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica en el acuerdo 6, del acta de la sesión 5113-2002 celebrada el 10 de abril del 2002, del artículo 32 la palabra "satisfactoriamente" y el inciso c) del artículo 61, en tanto establece una doble indemnización en los términos establecidos en el considerando VII. Esta declaración tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En cuanto a los demás artículos se declara sin lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz declaran inconstitucional en su totalidad el artículo 32 de dicho reglamento.-

El Magistrado Jinesta da razones separadas en relación con el artículo 61 inciso c).-



	05-04550-0007-CO.
Voto 2006-14642
	04-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcides Navarro Bonilla en contra del artículo 7° del Decreto Ejecutivo número 28.699-MAG de cinco de junio de dos mil. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 7° del Decreto Ejecutivo número 28.699-MAG de 5 de junio de 2000. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Ministerio de Agricultura y Ganadería. Esta sentencia produce efectos declarativos y retroactivos a la fecha de entrada en vigencia de la norma impugnada. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	02-06399-0007-CO.
Voto 2006-14643
	04-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Traversone, como apoderado de la empresa “Constructora Aranjuez, Sociedad Anónima”, y otro, en contra de la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que dispone la restitución del bien al propietario, víctima de delito. No ha lugar a la gestión formulada.-



	03-08351-0007-CO.
Voto 2006-14644
	04-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ECI TELECOM L.T.D. en contra de los artículos 23 y 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y otra. No ha lugar a la gestión formulada.-


	02-13065-0007-CO.
Voto 2006-14645
	04-10-06


	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. LACSA en contra de la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia que indica “…que no existe prohibición alguna en nuestro ordenamiento para aplicar retroactivamente la jurisprudencia, sino que tal prohibición se refiere solo a la Ley”. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-09853-0007-CO.
Voto 2006-14646
	04-10-06


	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Zúñiga Torres, como Presidente del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, en contra del artículo 15 in fine de la Ley número 7537 del 22 de agosto de 1995. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-11590-0007-CO

Voto 2006-14895
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Luis Antonio Barrantes Castro y otros en lo referente al Programa 35 Delegados Presidenciales contenido dentro del Ministerio de la Presidencia del Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2007, que se tramita en el expediente legislativo número 16.356. No ha lugar a evacuar la consulta. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.-



	06-10361-0007-CO

Voto 2006-14896
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Campanas de Bronce Sociedad Anónima, y otra, en contra del artículo 13 del Reglamento General de la Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.-


	06-06569-0007-CO

Voto 2006-14897
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jonathan Chaves Arias en contra de la interpretación del Juzgado Primero Civil de Mayor Cuantía de San José respecto de los artículos 650, 651 y 657 del Código Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08244-0007-CO

Voto 2006-14898
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Antonio Fernández Cartín, como apoderado generalísimo sin límite de suma de la Compañía Inversiones Fernández Jiménez Sociedad Anónima, y otras, en contra de los artículos 7 y 10 de la Ley de Creación de la Corporación Ganadera número 7837 y los artículos 6, 12, 15, 17, 19 y 23 de su Reglamento Decreto Ejecutivo número 30668-MAG. Se rechaza de plano la acción.-


	06-10090-0007-CO

Voto 2006-14899
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Eugenia Miranda Guevara en contra del artículo 114 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-02136-0007-CO

Voto 2006-14900


	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Madrigal Lacayo en contra del artículo 54 de la Ley de Asociaciones Solidaristas número 6970. Se rechaza de plano la acción.-


	06-11160-0007-CO

Voto 2006-14901
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Fernando Castillo Pereira en contra del artículo 17 del Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte para Funcionarios Públicos” de la Contraloría General de la República y el aparte 2.16.2 del “Manual Operativo al Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos” del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se rechaza de plano la acción.-



	06-10918-0007-CO

Voto 2006-14902
	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Néstor Mora Azofeifa en contra del artículo 158 del Código Notarial y la jurisprudencia del Tribunal de Notariado acerca del artículo 39 ibídem. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto cuestiona la jurisprudencia del Tribunal de Notariado relativa a la aplicación del artículo 39 del Código Notarial. Con relación al artículo 158 ibídem, estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2004-04867 de las 14:59 horas del 5 de mayo del 2004.-



	06-09970-0007-CO

Voto 2006-14903


	10-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Castro Rodríguez en contra del artículo 144, inciso a) in fine, del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-00542-0007-CO

Voto 2006-14905


	10-10-06
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Hidalgo Vargas en contra del artículo 53 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud número 5412, y otra. Se rechaza de plano la acción.-


	05-12132-0007-CO

Voto 2006-14906


	10-10-06
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Félix Arburola Gutiérrez y otros, todos Regidores de la Municipalidad de Mora, en contra del artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 32608-S del 12 de agosto de dos mil cinco publicado en La Gaceta número 176 del 13 de septiembre de dos mil cinco. Se declara sin lugar la acción.-


	03-12026-0007-CO

Voto 2006-14974
	11-10-06
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Joyce Zürcher Blen en contra de los artículos 17, 25, 26, 27 incisos a, i, j, k y l, 33, 161 y 219, todos de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. No ha lugar a la gestión formulada.-


	06-12039-0007-CO

Voto 2006-15258
	18-10-06
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lucas Raúl Ulloa Hidalgo en contera del párrafo segundo del artículo 96 del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.-


	06-09556-0007-CO

Voto 2006-15259
	18-10-06
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danilo Antonio Garita Torres en contra del artículo 12 del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Justicia y Gracia, Decreto Ejecutivo número 20295-J-1991. Se rechaza de plano la acción.-


	05-16098-0007-CO

Voto 2006-15260
	18-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. First Costa Rican Title and Trust Sociedad Anónima, en contra de los requisitos para inscripción de empresas ante la Superintendencia General de Entidades Financieras, artículo 2 inciso c), sub-incisos I y II de la Normativa para la inscripción ante la Superintendencia General de Entidades Financieras de personas físicas o jurídicas que realizan algunas actividades descritas en el artículo 15 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas y Drogas de Uso no Autorizado. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada salva el voto y continúa el trámite.-



	06-06556-0007-CO

Voto 2006-15261


	18-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Esteban de Jesús Amador Garita a favor de Álvaro Jesús Marín Arias en contra de los artículos 28 y 29 de la Ley Penal Juvenil y el artículo 111 del Ley Orgánica del Poder Judicial. Se rechaza por el fondo la acción.-

El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso.-


	06-03048-0007-CO

Voto 2006-15262
	18-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Camacho Mejía, como Presidente de la Asociación de la Industria Farmacéutica Nacional en contra del Reglamento para el Registro Sanitario de los Medicamentos que requieren mostrar Equivalencia Terapéutica. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-11500-0007-CO

Voto 2006-15263
	18-10-06
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Ley de Aprobación de la “Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial”. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial", tramitado en el expediente legislativo número 15610, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	06-03091-0007-CO

Voto  2006-15488
	25-10-06
	A las diecisiete horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alejandro Alvarado Orozco en contra de los artículos 45 y 56 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso a la acción.-



	06-09709-0007-CO

Voto 2006-15489
	25-10-06
	A las diecisiete horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Consumidores Libres, Juan Ricardo Fernández Ramírez y Adriana Rojas Rivero en lo personal en contra de los artículos 9, 11, 14, 17, 41, 54, 55, 65, 67 a 77, 112, 114, 125, 131, 147, 154, 166 a 169 y 174 de la ley número 7818 del 2 de setiembre de 1998 (Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña); y 160, 170, 184 a 188, 191 a 194, 213 a 218, 220 a 222, 224 a 226, 228, 275, 276, 309 a 312, 314, 317, 319, 322 a 333 y 366 a 368, del Reglamento de la citada ley 7818 (decreto ejecutivo número 28665-MAG del 27 de abril del 2000). Se rechaza de plano la acción.-



	06-05614-0007-CO

Voto 2006-15490
	25-10-06
	A las diecisiete horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ALDESA Sociedad de Fondos de Inversión Sociedad Anónima, en contra del artículo 161 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Se rechaza por el fondo la acción.-

Los Magistrados Mora, Armijo y Abdelnour salvan el voto y disponen darle curso a esta acción.-



	03-06120-0007-CO

Voto 2006-15491
	25-10-06
	A las diecisiete horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Humberto Salas Arce y José Miguel Corrales Bolaños en contra del Decreto Ejecutivo número 31156-MP-H del 5 de mayo de 2003. Se declara sin lugar la acción.-



	06-11265-0007-CO

Voto 2006-15492
	25-10-06
	A las diecisiete horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Carmona Castro y otros en contra del artículo 15 inciso c) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 8523, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 126 de 30 de junio de 2006. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula del inciso c) del artículo 15 de la Ley No. 8523, la frase que dice "y en general toda clase de servicios profesionales". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la(s) norma(s) anulada(s), sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar esta acción.-



	06-11444-0007-CO

Voto 2006-15487
	25-10-06
	A las diecisiete horas con ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 402 del Código de Trabajo. Se evacua la consulta judicial en el sentido que la frase "(...) Si se tratare de reclamos contra el Estado o contra sus instituciones, deberá agotarse previamente la vía administrativa.", contenida en el párrafo 2° del artículo 402 del Código de Trabajo es inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma consultada, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese al Juzgado consultante, la Procuraduría General de la República y las partes apersonas en el proceso. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	06-11650-0007-CO

Voto 2006-15486
	25-10-06
	A las diecisiete horas con siete minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales y otros Diputados en lo referente al Proyecto de Ley número 15664. Se evacua la consulta facultativa formulada en el sentido de que el proyecto de Ley consultado denominado "Regulación de mecanismos de acceso a barrios residenciales", que se tramita en el expediente legislativo N° 15664, presenta vicios de constitucionalidad en el procedimiento de aprobación, en cuanto al derecho de enmienda y al principio de publicidad. Notifíquese a los consultantes y al Presidente de la Asamblea Legislativa.-



	06-10475-0007-CO

Voto  2006-15674


	27-10-06
	A las once horas con treinta y un minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Tribunal de Trabajo por Ministerio de Ley, en lo referente al artículo 304 del Código de Trabajo. Se evacua la consulta, en el sentido de que no es inconstitucional la prescripción de dos años prevista por el artículo 304 del Código de Trabajo antes de la reforma dispuesta por Ley No. 8520 del 20 de junio del 2006, siempre y cuando se interprete el supuesto: “…en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento”, que, si el trabajador descubre posteriormente alguna secuela producto de un riesgo laboral, es a partir de ese momento que nuevamente se abre el plazo de los dos años. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las norma consultada, sin perjuicio de los asuntos fallados con autoridad de cosa juzgada a la fecha de esta sentencia. Publíquese íntegramente esta sentencia en el Boletín Judicial y reséñese en La Gaceta. Notifíquese.-



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS



	EXPEDIENTE


	PARTES Y PUBLICACION
	TEMA

	06-06573-007-CO


	Anabelle Campos Chacón, Apoderada Especial Judicial de los señores Carlos Masís Rojas, Sergio Rojas Carvajal, Guillermo Rubí López, Fernando Chinchilla Rodríguez, José Luis González Matamoros, Juan Sánchez Guevara, Flanklin Cordoba Alfaro, y Freddy Chacón Bravo,  contra el artículo 36 bis de la Ley número 7969.
Resolución de las 16:20 del 11/09/06

Boletines Judiciales No. 188, 189 y 190 del 02, 03 y 04 de octubre del 2006, respectivamente.

	OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE TAXI SIN LICITACION.

La norma se impugna en cuanto, luego de adjudicar concesiones de taxis, el Consejo de Transporte Público promovió una reforma a la Ley 7969, para introducir un método por medio del cual se  adjudicaran las "concesiones declaradas desiertas", para lo cual se aprobó la inclusión del artículo 36 bis, estableciéndose un procedimiento que transgrede las leyes de contratación administrativa, al intentar otorgar concesiones por la vía directa, por acto motivado lo que significa "a dedo", violentándose además, los derechos a la legalidad, igualdad, irretroactividad y distribución de la riqueza.



	06-011456-007-CO


	Dunia Matarrita Castillo contra el artículo 36 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil.

Resolución de las 13:50 horas del 21/09/06

Boletines Judiciales No. 189, 190 y 191 del 03, 04 y 05 de octubre del 2006 respectivamente.
	DESPIDO CON RESPONSABILI-DAD PATRONAL, POR INCAPA-CIDAD MAYOR  A  TRES MESES.

La norma impugnada establece que se pueden separar a los servidores de sus cargos con responsabilidad patronal, si permanecen más de tres meses incapacitados. La recurrente la impugna, por estimar que se lesiona el derecho a un debido proceso, el derecho a la salud, a la vida y la estabilidad en el trabajo. 


	06-011225-0007-CO
	Emilio Arana Puente como apoderado especial judicial de Tecnología Siglo Mágico, Sociedad Anónima contra el artículo 46, inciso d), del "Reglamento de Patentes Municipales" de la Municipalidad de Pérez Zeledón.

Resolución de 11:50 horas del 28 de setiembre del 2006

Boletines Judiciales No. 196, 197 y 198 del 12, 13 y 17 de octubre del 2006 respectivamente.


	MONTO DE MULTA PARA RETIRO DE MAQUINAS DE JUEGO DECOMISADAS. MUNICIPALIDAD DE PEREZ ZELEDON.

La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, el inciso reglamentario cuestionado impone una multa administrativa (40% del valor de los objetos decomisados a personas que vendan bienes o servicios de manera no autorizada), con infracción del principio de reserva legal en materia sancionatoria, así como infringiendo los principios de razonabilidad, legalidad y jerarquía normativa.



	06-009174-0007-CO


	Yalena de la Cruz Figueroa, en su condición personal y como integrante de la Junta Directiva del Patronato Nacional de la Infancia contra los artículos 170 párrafo segundo y 171 del Código de la Niñez y Adolescencia, Ley número 7739,  y los artículos 2, 6, 20 y 24 del Reglamento al Consejo de la Niñez y Adolescencia, Decreto Ejecutivo número 33028-MTSS-MSP-MNA.  

Resolución de 10:50 horas del 05 de octubre del 2006

Boletines Judiciales No. 201, 202 y 203 del 20, 23 y 24 de octubre del 2006 respectivamente.

	CREACION DEL CONSEJO NACIONAL DE NIÑEZ Y ADOLECENCIA. 

Se acusa que las normas impugnadas, crean el Consejo Nacional de la Niñez y de la Adolescencia, eliminando y transfiriendo competencias de carácter constitucional otorgadas al PANI. 




	 4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS



	EXPEDIENTE Y VOTO


	TEMA Y PUBLICACION

	03-005204-0007-CO

Voto Nº 2006-06347
	Acción de Inconstitucionalidad promovida Rodolfo Mora Villalobos, contra el artículo 48 del Reglamento “Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social”, Boletín Judicial No.188 del 02 de octubre del 2006.

	04-008653-0007-CO

Voto N° 2005-05649
	Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por José Manuel Echando Meza, en su condición de Defensor de los Habitantes y otro, contra la omisión del Poder Legislativo  por omitir el dictado de la ley reguladora que permitiría promover y eventualmente solicitar un referéndum o presentar por medio de una iniciativa popular un proyecto de ley.  Boletín Judicial No.188 del 02 de octubre del 2006.

	00-000629-0007-CO
Voto N° 2000-06304
	Consulta Judicial promovida por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José referente al artículo 162 del Código Penal, reformado mediante Ley No. 7899 de 03 de agosto de 1999, denominada “Ley contra la explotación sexual de personas menores de edad”, publicada en La Gaceta No. 159 de 17 de agosto de 1999.   Boletín Judicial No.196 del 12 de octubre del 2006.

	01-000680-0007-CO
Voto N° 2001-11594
	Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por Silvia Masís Quirós, contra los artículos 17 y 25 del Reglamento de Servicio Social Obligatorio para los Profesionales en Ciencias de la Salud, Decreto Ejecutivo No.25068-S del 21 de marzo de 2006.  Boletín Judicial No.196 del 12 de octubre del 2006.

	00-001139-0007-CO
Voto N° 2000-9992
	Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por Otto Guevara Guth, contra las partidas contenidas en la Ley No.7952 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, para el Ejercicio Económico del 2000” publicada en al Alcance No.106 de La Gaceta No.252 del 28 de diciembre de 1999.   Boletín Judicial No.196 del 12 de octubre del 2006.

	00-003808-0007-CO
Voto N° 2001-10537
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Miguel Jiménez Acosta, contra la parte final del artículo 15 de la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Informática y Computación, Ley No. 7537 del 10 de agosto de 1995.  Boletín Judicial No.196 del 12 de octubre del 2006.

	00-009333-0007-CO

Voto N° 2001-01822
	Acción de Inconstitucionalidad de la “Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, representada por Leonel Fonseca Cubillo, contra el artículo 6 del Decreto Ejecutivo No.23646-H del 14 de setiembre de 1994.  Boletín Judicial No.196 del 12 de octubre del 2006.

	01-004119-0007-CO
Voto N° 2003-11397
	Acción de Inconstitucionalidad presentada por Max Alberto Esquivel Faerron, en su condición de Defensor de los Habitantes, contra el Decreto Ejecutivo No.29415-MP-MIVAH-MINAE, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No.75 del 19 de abril del 2001.  Boletín Judicial No.202 del 23 de octubre del 2006.

	02-001506-0007-CO

Voto N° 2003-05274
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Jorge Eduardo Castro Bolaños y otro, contra el artículo 2 del Reglamento de Regencias para los Establecimientos de Microbiología y Química Clínica de Costa Rica.  Boletín Judicial No. 203 del 24 de octubre  del 2006.

	02-002046-0007-CO

Voto N° 2006-11346
	Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por José Andrés Chaves Hernández y otros contra el artículo 2 de la Ley No. 8136 “Autorización para segregar un lote propiedad del Estado y donarlo a la Junta Administrativa del Instituto Integrado Profesional de Educación Comunitaria.  Boletín Judicial No. 207 del 30 de octubre del 2006 

	03-004485-0007-CO

Voto N° 2004-09992
	Acciones de Inconstitucionalidad acumuladas promovidas por Luis Roberto Zamora Bolaños y otros contra el acto explícito de apoyo al derrocamiento del gobierno de Iraq en el cual Costa Rica fue incluido en la lista.  Boletín Judicial No. 207 del 30 de octubre del 2006
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AMBIENTE 

15843-06. MOVIMIENTOS DE TIERRA SIN PERMISO MUNICIPAL. Acusa el recurrente que el Alcalde Municipal de Alajuelita  ordenó a su vecino retirar de su propiedad la tierra del relleno que realizó sin permiso municipal, éste se encuentra nuevamente realizando trabajos de excavación y movimientos de tierra,  sin que haya cumplido con su obligación de proceder con la limpieza de los desechos que tiene acumulados en su propiedad, lo que significa un inminente riesgo para la salud y la vida de la amparada y de los demás vecinos cercanos. Asegura que ni el Ministerio de Salud, ni la Comisión de Emergencias, han tomado acciones para detener el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Alajuelita, proveer lo necesario para que se cumplan, en el plazo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia las recomendaciones que se hacen en el informe técnico de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, #CNE-DPM-0147-06 del 11 de mayo de 2006. En cuanto al Ministerio de Salud y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL
15885-06. DEBER MUNICIPAL DE CONTROLAR CONSTRUCCIONES. La recurrente reclama la omisión de las autoridades recurridas en dar solución definitiva al problema de filtración de aguas servidas provenientes de la vivienda de su vecina y el peligro de derrumbe sobre su casa producto de las obras de construcción, sin un muro de contención, que se realizan en el sitio. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Desamparados, que en forma inmediata tome las medidas necesarias y efectivas, coordinando con las instituciones publicas y entes, para solucionar definitivamente el problema que aqueja a la recurrente por el peligro de deslizamiento o derrumbe de tierras. Se declara sin lugar el recurso en lo que respecta al Ministerio de Salud. CL Parcial  

15919-06. CONTAMINACIÓN QUE GENERAN AGUAS RESIDUALES EN PLAYA HERMOSA. Manifiesta el recurrente que encontrándose en Playa Hermosa del Cantón de Garabito de Puntarenas, pudo notar que varios negocios, depositan las aguas negras y sobros de comidas sobre la vía que llega a la playa, lo cual se esparce sobre la tierra y lugares aledaños, provocando malos olores y la presencia de zancudos. Que según se le informó, ya ese problema de contaminación de las aguas y el ambiente fue denunciado, sin que las autoridades hayan brindado una solución definitiva. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, a la Rectora de Salud de Jaco- Garabito y al Alcalde Municipal de Garabito, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que el problema de contaminación generado por las aguas residuales en la comunidad de Playa Hermosa sea resuelto de inmediato. CL 
15884-06. PROBLEMA DE AGUAS SERVIDAS. Indica el recurrente que interpuso una queja por el problema de  evacuación de aguas pluviales frente a su vivienda, pues  el  caño que pasa frente de su  casa y de los otros vecinos converge en una  caja de registro que no tiene salida, pues es un simple hueco que no  tiene ningún tubo de desagüe, situación que provoca que las aguas servidas y pluviales se estanquen en la supuesta caja de registro, produciendo malos olores y un criadero de moscas, sin que hasta ahora se haya arreglado el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del cantón de El Guarco de la Provincia de Cartago adoptar las medidas que sean necesarias para que en el plazo máximo de tres meses, contados desde la notificación de esta resolución, se le de una solución definitiva al problema de contaminación por la falta de entubado en el Sector norte y suroeste del Cementerio. Asimismo se ordena al Ministerio de Salud vigilar el desarrollo de los planes que dicha Municipalidad establezca para dicho fin. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de EL Guarco, si no incluyen las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
15827-06. PROBLEMAS CON AGUAS NEGRAS EN PURISCAL. Señalan los recurrentes que aguas pluviales, negras y servidas, procedentes de calles municipales, ingresan a su terreno ocasionando daños a su vivienda y que la Municipalidad de Puriscal ha hecho caso omiso a sus peticiones al respecto desde hace seis años; han dado parte al Ministerio de Salud que ordenó a la Municipalidad dar continuidad a la cuneta que pasa frente a su terreno, pero han hecho caso omiso. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra de la Municipalidad de Puriscal y, en consecuencia, se ordena al Presidente y al Alcalde Municipales de ese cantón, que dispongan lo necesario para que se cumpla lo ordenado por el Área Rectora de Salud de Puriscal-Turrubares, en la orden sanitaria ARSPT-261-2006 de 13 de octubre de 2006, dentro del término de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
15239-06. LINEAS ELECTRICAS. Contra el ICE porque contrato a empresa MOVASA, para que en la comunidad Palma de Cañas, se instalaron unas líneas eléctricas que van de Tierras Morenas de Tilarán a la subestación de Corobicí de Cañas, las cuales son un peligro para la comunidad, porque no cumplen las especificaciones técnicas y son un atentado para la vida de las personas. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada consigna nota. SL
15241-06. AFECTACION DE MANTOS ACUIFEROS CON LA CONSTRUCCION DE MALL INTERNACIONAL. Señala el recurrente que la Secretaría Técnica Ambiental, el Instituto Costarricense de Electricidad y el Servicio de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento, arbitrariamente y sin mediar los estudios legales del caso aprobaron las solicitudes para construir el Mall Internacional Paseo de las Flores, sobre uno de los mantos acuíferos más importantes del Valle Central, el cual abastece muchas regiones de esta zona. Consta en este caso que las instituciones recurridas respetaron los procedimientos en materia de medio ambiente, existen dictámenes técnicos del órgano correspondiente que expresan la  inexistencia de peligro para el medio ambiente; asimismo, se solicitó la elaboración de un Estudio de Impacto ambiental para el proyecto en cuestión. SL
14622-06. PROBLEMAS DE ALCANTARILLADO SANITARIO EN SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Alegan los recurrentes que los distritos del cantón de Santo Domingo de Heredia, son abastecidos por captaciones que se ubican en quebradas y ríos, por lo que existe riesgo de presencia en el agua de organismos o sustancias químicas que produzcan enfermedades. También existen problemas de producción de agua en época de verano y turbidez de ese líquido en forma continua en estos poblados. Además no se cuenta en los distritos del este con alcantarillado sanitario, tratamiento de aguas servidas, estudios de factibilidad, diseños tendentes a dotarlos de sistemas completos de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas, pues en la actualidad se realiza por medio de tanques sépticos que contaminan las aguas subterráneas y a la vez en algunos casos se disponen de sistemas pluviales a cielo abierto. Igualmente no se cuenta con un plan maestro de planificación general de alcantarillado y no existe una solución total a los problemas de alcantarillado del lugar, ante lo cual es urgente tomar las medias del caso que se procuren la protección de la salud y un ambiente humano.  Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena a la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, que de inmediato se aboque a hacer las modificaciones presupuestarias que se requieran en el año dos mil siete, con el fin de que se ejecuten los estudios técnicos necesarios para que, en el dos mil ocho, se procure solución integral al problema de alcantarillado sanitario en los distritos del este de Santo Domingo de Heredia y que origina la estimatoria de este recurso. Para todo ello deberá la Municipalidad recurrida y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar la coordinación que el caso amerite tendiente a solucionar integralmente el problema objeto de este Recurso de Amparo y que ha originado su estimatoria. Se ordena a la Contraloría General de la República, que no autorice el presupuesto para el dos mil siete, proveniente de la Municipalidad de Santo Domingo, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL Parcial 

ASAMBLEA LEGISLATIVA

15486-06. INSTALACION DE AGUJAS EN BARRIOS RESIDENCIALES. Consulta Legislativa de Constitucionalidad en lo referente al Proyecto de Ley número 15664. Se evacua la consulta facultativa formulada en el sentido de que el proyecto de Ley consultado denominado "Regulación de mecanismos de acceso a barrios residenciales", que se tramita en el expediente legislativo N° 15664, presenta vicios de constitucionalidad en el procedimiento de aprobación, en cuanto al derecho de enmienda y al principio de publicidad. Evacuada
15263-06. CONVENCION PARA LA SALVAGUARDIA DEL PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la Ley de Aprobación de la “Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial”. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial", tramitado en el expediente legislativo número 15610, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

14895-06. LEY DE PRESUPUESTO DEL 2007. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente al Programa 35 Delegados Presidenciales contenido dentro del Ministerio de la Presidencia del Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2007, que se tramita en el expediente legislativo número 16.356. Proyecto no ha sido dictaminado. No ha lugar a evacuar la consulta. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.-

14636-06. CONVENCION DE NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCION. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la aprobación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, expediente legislativo número 15.743. Se evacua la consulta legislativa preceptiva referente al proyecto de ley de aprobación de la "Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción” expediente legislativo número 15.743, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Tome nota la Asamblea Legislativa de lo dicho en el último Considerando de esta sentencia. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.
14640-06. REGLAMENTO LEGISLATIVO. PARTICIPACION DE MINORIAS EN RESOLUCIONES LEGISLATIVAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 32, 38, 41, 41 bis, 47, 73, 74, 78, 96 bis, 119 y 191 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Manifiesta el accionante que cuando el artículo 119 de la Constitución Política señala que las resoluciones de la Asamblea Legislativa se tomarán por mayoría absoluta de votos presentes, no se refiere, como en su momento lo interpretó la Sala Constitucional (voto 990-92), "a actos parlamentarios con efectos externos". La técnica empleada por la Asamblea Constituyente en otras disposiciones no respalda el argumento de que cuando el artículo 119 de la Constitución Política se refiere a "resoluciones", comprende únicamente leyes u otros actos con efectos externos; ese artículo es el único en que se emplea el término "resoluciones" en referencia a decisiones legislativas. La expresión "resoluciones" contenida en el artículo 119 alude un concepto genérico que abarcaría el conjunto de las decisiones que adopta el Plenario legislativo, dentro de las cuales se encontrarían tanto las leyes o demás actos con efectos sobre el ordenamiento jurídico y las decisiones internas relacionadas con el funcionamiento ordinario del Congreso. El reconocimiento y respeto del derecho de las mayorías no puede llevar a exigir para la adopción de decisiones que tienen que ver con el régimen interno del funcionamiento parlamentario, la presencia de consensos calificados, que más bien son contrarios a las reglas democráticas históricamente reconocidas que conducen a la expresión de la voluntad de la mayoría. La previsión contenida en el artículo 119 Constitucional evita que el funcionamiento del Congreso se paralice por la introducción injustificada de obstáculos a la expresión de la voluntad colectiva de la nación, encarnada por las mayorías designadas por el pueblo como sus representantes. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad. Los Magistrados Solano y Vargas conceden legitimación al accionante y continúan con el trámite de la acción. Los Magistrados Mora y Calzada ponen nota. RP 

14620-06. PUBLICACIÓN DE PROYECTO DE LEY. TLC. Alegan los recurrentes que la publicación del proyecto Nº 16.047 que contiene el Tratado de Libre Comercio República Dominicana-Centroamérica-Estados Unidos, se hizo en el Alcance Nº 44 a La Gaceta Nº 225 del 22 de noviembre de 2005 y cuestionan que se publicaron solamente mil quinientos copias del Alcance, pese a que hay alrededor de dos mil quinientos suscriptores de La Gaceta. Estiman los recurrentes que no se ha dado una publicidad suficiente al contenido del Tratado de Libre Comercio que está, actualmente, en discusión ante la Asamblea Legislativa. Sobre el tema se citan las sentencias 6618-9, 8190-02, 9603-02 y con base en los antecedentes y las consideraciones realizadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
COMERCIO
15892-06. CIERRE DE LOCAL COMERCIAL. Acusa el recurrente que hace mes y medio funcionarios de la Municipalidad de Limón cerraron su establecimiento de compra y venta de chatarra, a pesar de que cuenta con los premisos necesarios para realizar dicha actividad comercial, sin indicarle por escrito las razones por las cuales dispusieron el cierre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena Alcalde Municipal de Limón dejar sin efecto el cierre del establecimiento comercial del amparado dispuesto el 30 de mayo del 2006 hasta tanto no se notifiquen por escrito las razones del mismo.CL
15490-06. SANCIONES IMPUESTAS POR SUGEVAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 161 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Se alega que no se definen conductas sancionables (faltas leves), que puede imponer SUGEVAL, dando con ello amplia discrecionalidad. Deber de conservar documentación mínima relativa a los inversionistas.  Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Armijo y Abdelnour salvan el voto y disponen darle curso a esta acción. RF
15401-06. DECOMISO DE MAQUINAS ELECTRONICAS. Alega el recurrente que a pesar de contar con los permisos respectivos otorgados por la Municipalidad de San José para el funcionamiento de las máquinas de pin ball, estas le fueron decomisadas sin razón alguna. Sobre la posibilidad de que las Municipalidades impongan limitaciones al ejercicio de una actividad comercial, tomando como base la protección del interés del menor, se cita la sentencia 6859-04. Consta que las máquinas del amparado no cumplían con los requisitos legalmente exigidos por la Ley de Juegos y el Reglamento de Máquinas para Juego. SL
15260-06. REQUISITOS PARA INSCRIPCIÓN DE EMPRESAS ANTE LA SUGEF. Acción de Inconstitucionalidad contra de los requisitos para inscripción de empresas ante la Superintendencia General de Entidades Financieras, artículo 2 inciso c), sub-incisos I y II de la Normativa para la inscripción ante la Superintendencia General de Entidades Financieras de personas físicas o jurídicas que realizan algunas actividades descritas en el artículo 15 de la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas y Drogas de Uso no Autorizado. Se les solicitan copias de contratos de fideicomiso existentes, para inscribirse ante la SUGEF, lo que consideran que es información confidencial. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada salva el voto y continúa el trámite. RP
15109-06. NIEGAN PERMISO PARA COLOCAR VALLAS PUBLICITARIAS. Alega el recurrente la violación al debido proceso y el principio de reserva legal, por la negativa de la Municipalidad de Santa Ana de conceder permiso para colocar vallas publicitarias en la radial Santa Ana- Belén. Sobre los temas planteados la Sala se pronunció en las sentencias 1972-05 y 5503-02 y al no haber razones para variar el criterio, se rechaza por el fondo el recurso. RF
15108-06. CANCELACION DE CUOTA DE LOTERIA. Señala el recurrente que la Junta de Protección Social le canceló la cuota de lotería adjudicada desde hace más de 28 años, no obstante la sentencia de sobreseimiento definitivo que dictó el Juzgado Penal de La Unión. Considera una doble sanción, pues son los mismos hechos en vía administrativa y penal. La Sala ha señalado en su jurisprudencia que el procedimiento administrativo y el proceso penal son diversos, porque buscan fines distintos, sobre el tema se cita la sentencia 10198-01. RF
14642-06. LIMITACIONES A VENTAS CERCA DE LAS FERIAS DEL AGRICULTOR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 7° del Decreto Ejecutivo número 28.699-MAG de cinco de junio de dos mil. La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, la restricción que allí se establece a la operación de ventas ambulantes, estacionarias o miniferias a menos de 500 metros de donde se lleve a cabo una Feria del Agricultor, es discriminatoria, lesiva del derecho constitucional al trabajo y a la igualdad entre clases de trabajadores. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 7° del Decreto Ejecutivo número 28.699-MAG de 5 de junio de 2000. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Ministerio de Agricultura y Ganadería. Esta sentencia produce efectos declarativos y retroactivos a la fecha de entrada en vigencia de la norma impugnada. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
14634-06. PLAZO PARA EMPADRONAR TRABAJADORES EN LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, artículo 44 inciso a). Alega el recurrente que la norma impugnada establece una multa del equivalente al cinco por ciento del total de los salarios, remuneraciones o ingresos omitidos, para quien no inicie el proceso de empadronamiento previsto por el artículo 37 de esa Ley, dentro de los ocho días hábiles siguientes al inicio de la actividad. Estima la accionante que el hecho de que se establezca una multa fija, vulnera los principios de igualdad, proporcionalidad y culpabilidad, en virtud de que no se puede graduar la sanción en proporción a la gravedad de los hechos, en el caso concreto. Sobre el tema se citan las sentencias 8191-00 y 9738-04. RF
14633-06. FALTA DE PAGO DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 44, inciso c), de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en tanto se sanciona con una multa  de cinco salarios base a quien no incluya, en planillas a uno o varios trabajadores o incurra en falsedades en cuanto al monto de sus salarios, remuneraciones, ingresos netos o la información que sirva para calcular el monto de sus contribuciones a la seguridad social. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

15207-06. SANCION. Alega la recurrente que es alumna del Liceo de Puriscal, que recibió una nota firmada por la profesora guía y la orientadora de la amparada, en que se le indicaba que se le interrumpía su proceso educativo por treinta días naturales, sin darle debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción correctiva impuesta a la estudiante el 25 de agosto del 2006, de interrupción del proceso educativo por treinta días naturales, con motivo de los hechos ocurridos el 27 de julio del 2005, retrotrayendo el procedimiento para que nuevamente se le haga el traslado de los cargos. CL
15118-06. SUSPENDEN PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO. Alega el recurrente que el Director de la escuela de sus hijos, le informó que  los menores amparados no podrían recibir lecciones en la institución en el tercer trimestre del curso lectivo 2006. Esta Sala ya se ha pronunciado respecto a la interrupción del proceso educativo en instituciones privadas, por la falta de pago de las mensualidades, se citan las sentencias 10849-02 y 4089-96. Se reitera el criterio de que debe partirse del hecho que la enseñanza privada no es gratuita y no está prescrito que así lo sea.  Por ende, para que los estudiantes disfruten del derecho a la educación, sus padres o representantes deben someterse al pago del costo que supone la enseñanza privada, o bien, optar por la enseñanza pública, que sí es gratuita y costeada por el Estado. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
14904-06. NIEGAN MATRICULA A MENOR CON SIDROME DE DOWN EN INSTITUCION PRIVADA. Alega el recurrente que en el Colegio privado se ha negado la admisión a los menores amparados por el sólo hecho de ser portadores de Síndrome de Down, lo cual es un acto discriminatorio y violatorio del derecho a la educación. Indican que a los menores no se les aplicaron exámenes de admisión con las adecuaciones respectivas y fueron rechazados por no contar esa escuela con un curriculum adecuado ni con personal calificado, lo que considera el recurrente contrario a lo dispuesto en la ley número 7600 de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso, se ordena al Director General del Colegio recurrido, permitir el ingreso del menor amparado al proceso de educación de ese Colegio, para quien debe establecer una adecuación curricular conforme a sus condiciones personales. Proceda el señor Ministro de Educación Pública a reglamentar debidamente, en un plazo de hasta cuatro meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, las condiciones de ingreso y permanencia de personas con discapacidad en los centro de enseñanzas públicos y privados, de manera que se garantice su acceso a la Educación de conformidad a los parámetros internacionales y nacionales fijados al efecto. CL
14980-06. PRUEBAS NACIONALES EN CENTROS PRIVADOS NO RECONOCIDOS. Alega el recurrente que a pesar de que solicitó el reconocimiento oficial de la institución que representa, no le han contestado y que el MEP le indicó que no podrá practicarles a los estudiantes las pruebas nacionales que se están realizando. Sobre la realización de exámenes de la institución que recurre, la Sala se pronunció en la sentencia No. 12194-05. En aquella oportunidad, este Tribunal Constitucional fue claro al establecer que a través de ese proceso no se pretendía amparar la irregularidad de la actividad que desarrollaba el centro educativo al no contar con el aval del Ministerio de Educación Pública para funcionar tal. No obstante, sí consideró que debía separarse lo que respecta a la situación de los menores amparados pues con la actuación impugnada se les estaba provocando un quebranto a su derecho a la educación y por ello, se ordenó nombrar al delegado respectivo para realizar las pruebas nacionales a los tutelados. Sin embargo, no resulta razonable que diez meses después de dictado ese voto, la recurrente acuda nuevamente ante este Tribunal, sin haber tratado inmediatamente de solventar el funcionamiento irregular de ese centro educativo, además, existe responsabilidad del Ministerio de Educación Pública en cuanto a su obligación de vigilar por el correcto funcionamiento de los centros educativos públicos y privados. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota el Ministro y la Directora del Departamento de Centros Docentes Privados, ambos del Ministerio de Educación Pública, de lo indicado en el considerando VI de esta sentencia. SL
14958-06. CONDICIONES DE EDIFICIOS DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. Alega el recurrente reclama que las condiciones en que se encuentran actualmente las instalaciones de Ciencias Sociales, Derecho y Generales de la Universidad de Costa Rica representan un peligro latente para la vida y seguridad de las personas que allí se encuentran. Consta en el expediente que la institución ha implementado planes de emergencias y se tienen sistemas para eventualidades como incendios y otros siniestros. Se declara sin lugar el recurso. Tome en cuanta los recurridos de lo que se expresa en el último considerando de esta resolución. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
14830-06. NIEGNA INFORMACION SOBRE MANEJO DE FONDOS PUBLICOS. Alega el recurrente, que solicitó información de interés público al INCOP, sobre la disposición de fondos públicos. Sin embargo, mediante oficio número PESJ-321-06 de veinticuatro de agosto pasado, el recurrido denegó la información solicitada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico, proporcionar en el plazo improrrogable de diez días -a costa del petente- la información requerida por el recurrente, el 16 de agosto del 2006, con exclusión de la información confidencial que pueda contener. CL
14750-06. ACCESO A INFORMACION DE CORREOS DE COSTA RICA. NATURALELZA JURIDICA DE LA INSTITUCION. Alega el recurrente que  solicitó a Correos de Costa Rica la copia de los diversos contratos, sobre la compra de los servidores del departamento de sistemas de la empresa  y la contratación de servicio de Internet por parte del ICE, así como copia del convenio para brindar acceso a Internet en las sucursales del Correos de Costa Rica entro los años mil novecientos noventa y ocho y dos mil, y que se le entregara una tabla "…sobre contrataciones relacionadas con productos, servicios, o convenios estratégicos firmados que incluyen los medios relacionados a la informática tales como número de expediente interno, nombre o razón general del contrato, fecha del contrato, monto total del contrato, nombre de la entidad contratada, método de contratación administrativa empleado. Teniendo en cuanta el límite de 50 años desde el primero de enero de mil novecientos noventa y ocho hasta la fecha…”. No obstante, le fue negada la información, aduciendo para dicha denegatoria un “supuesto secreto comercial”, al indicarle que la información sobre los contratos suscritos por Correos de Costa Rica Sociedad Anónima, con el Instituto Costarricense de Electricidad se encontraba dentro de la esfera de la confidencialidad.  Sobre la naturaleza jurídica del Correos de Costa Rica SA se cita la sentencia 6599-98, que es una sociedad anónima estatal, con una naturaleza jurídica distinta a la que poseía la anterior Dirección Nacional de Comunicaciones. Según lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Correos, el cual establece que Correos de Costa Rica no estará sujeto -entre otras disposiciones legales- a la Ley de Contratación Administrativa, Numero 7494, de 2 de mayo de 1995. De allí que considere esta Sala que para el caso en particular, la información administrativa solicitada por el recurrente, no versa sobre extremos asuntos cuya naturaleza se englobe en ese “interés público”. Ahora bien, debe recalcarse que el hecho de que la actividad contractual de la recurrida no esté sometida a las reglas del derecho público, no implica que toda la información relacionada con esa materia, sea confidencial, sin embargo en el caso en de estudio si lo es por la carencia de ese  interés público indicado. Se rechaza por el fondo el recurso.  Notifíquese la presente resolución al Gerente de Correos de Costa Rica Sociedad Anónima. RF
DERECHO A LA SALUD

15911-06. ATENCION MÉDICA.  Alega la recurrente que se apersonó al EBAIS de la Trinidad de Moravia para pedir una cita médica; sin embargo, en el centro recurrido le indicaron que sólo repartían 25 fichas, las cuales fueron entregadas con anterioridad. El día siguiente la madre de la afectada se apersonó al centro accionado desde las 05:00 horas, pero en la ventanilla le indicaron que los espacios ya habían sido repartidos. Considera que con esa medida, se le niega la posibilidad de acceder a los servicios médicos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director interino del Área de Salud de Moravia, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, para que en forma inmediata la comunicación de esta sentencia, la afectada reciba la atención médica que corresponda según su padecimiento. CL
15317-06. TRATAMIENTO MEDICO. Alega el recurrente que es paciente diabético desde hace seis años, motivo por el cual se le prescribió un tratamiento denominado “metformina 500 mg” del cual debe tomar cuatro pastillas diarias, de manera que la Caja Costarricense de Seguro Social le suministra ciento veinte por mes; sin embargo, desde hace dos meses se ha estado apersonando a la Farmacia de la Clínica de Naranjo con el fin de retirar dicho medicamento, pero se le indicó que no tenían en existencia. Se declara con lugar el recurso. Se previene a las autoridades recurridas que no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. CL  
15319-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social le ha negado el tratamiento médico que, desde la perspectiva de su médico tratante, es el óptimo y adecuado. Se trata del medicamento denominado Trastuzumab. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo; y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente el medicamento Trastuzumab, prescrito por su médica tratante, en las dosis y durante el plazo que ella determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
15315-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que padece de asma severa persistente,  y como parte de su tratamiento, su médico tratante le prescribió Montelukast 10 mg una tableta cada noche al acostarse, medicamento que el seis de julio del dos mil seis  el Servicio de Farmacia del Hospital San Juan de Dios  no le suministra por encontrarse agotado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato disponga todas las medidas de urgencia que en Derecho corresponda, en coordinación con la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que todos los hospitales del país dispongan, oportunamente del medicamento Montelukast 10 mg, a fin de asegurar el buen funcionamiento del servicio público que debe brindar la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
15318-06. TRATAMIENTO MEDICO. Alega la recurrente que fue operado  de cáncer gástrico en el Hospital Calderón Guardia donde le dieron el primer tratamiento de quimioterapia. Ahora le corresponde, de acuerdo con su médico tratante, iniciar el tratamiento de radioterapia que tenían que aplicarle en la Clínica Irazú. Lamentablemente, no pudieron continuar con su tratamiento por errores de papeleos en la Caja ya que no se le envió la historia operatoria completa del Hospital Calderón Guardia porque faltaba además la firma del Director Médico a la Gerencia Médica de la Caja. Esto impidió su tratamiento que es urgente y debe ser en las fechas indicadas exactamente por el médico oncólogo tratante, pues de no hacerse se pierde el otro ya que ambos deben hacerse como indica la técnica médica según el programa exacto, por lo que estima afectado su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense del Seguro Social, que de inmediato proceda a tomar las medidas necesarias y girar las órdenes pertinentes a fin de garantizar que el amparado reciba la atención médica que requiera según la indicación de su médico tratante. CL 

15323-06. TRATAMIENTO DE ORTODONCIA. Señala el recurrente que necesita urgentemente una cirugía maxilofacial por un problema facial retro activo de su rostro, sin embargo el Hospital México no da el servicio de ortodoncia y en el Hospital Calderón Guardia le indicaron que debía esperar un año, recetándole además unos medicamentos que no puede sufragar. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Médico del Hospital Calderón Guardia y al Director Médico del Hospital México, que procedan, en lo que a cada uno competa, de forma inmediata a partir de la comunicación de esta sentencia, a resolver la atención médica que requiere, según lo dispuesto por su médico tratante. CL
15321-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente, que padece de diabetes desde hace años y a pesar de que su médico tratante le recetó los medicamentos "avandía (rosiglitazona) 4mg y amaryl (glimepiride) 2mg", éstos se encuentran agotados y como respuesta a la solicitud hecha al Comité Central de Farmacoterapia, éste recomienda someterlo a un programa de ejercicios y un programa con nutrición y no aprobó el suministro de los medicamentos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la CCSS, que de inmediato gire las instrucciones pertinentes para que se le suministre al amparado el tratamiento prescrito de avandía (rosiglitazona) y amaryl (glimepiride), en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
15316-06. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que presentó ante el Servicio de Farmacia del Hospital recurrido, la receta emitida por el médico tratante del Servicio de Cardiología, en la cual, le prescribe Clopidrogel (ingrediente activo del PLAVIX), sin embargo, la receta le fue devuelva porque no se encuentra en la Lista Oficial de Medicamentos de la Caja Costarricense de Seguro Social, lo que estima lesiona su derecho a la salud. CL
15230-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que acudió al Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla, presentando un cuadro de fiebre no cuantificada y malestar general con dolor poliarticular y fue remitido al Hospital San Juan de Dios, para valoración por infectología, donde se le recetó el tratamiento con antiviral (Valganciclovir), el cual le fue negado debido a que el amparado no es paciente del Hospital San Juan de Dios, sino del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla, por lo que es a este último al que le corresponde adquirirlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, a la Directora del Servicio de Farmacia, ambos del Hospital San Juan de Dios; a la Jefe de la Farmacia y al Director Médico, los dos del Hospital Escalante Pradilla, disponer lo necesario, dentro de sus atribuciones, para que el amparado, reciba, de inmediato, el medicamento valganciclovir, según las indicaciones de su médico tratante, y bajo su estricta supervisión y responsabilidad. CL
15240-06. ATENCION EN HOSPITAL PSIQUIATRICO. Alega el recurrente que el 23 de febrero pasado, estuvo internado en el Hospital Psiquiátrico, en ese lugar lo metieron en un cuarto oscuro, tipo calabozo, sin ningún tipo de luz y sin servicio sanitario. Las autoridades de la CCSS señalan no es cierto lo afirmado por el accionante, afirman que en su caso, se aplicó lo que se establece en el Instructivo para la Aplicación de Procedimientos Terapéuticos Especiales de Restricción y Aislamiento a Personas con Trastornos Mentales y del Comportamiento en los Servicios Asistenciales de la Caja Costarricense de Seguro Social; instrumento diseñado para que la atención de la salud mental se realice según los más altos parámetros de respeto a los derechos fundamentales. Aseguran que el hospital ha habilitado cuartos que reúnen las condiciones adecuadas de espacio, ventilación, higiene y otras, para aplicar el instructivo. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la Directora General del Hospital Nacional Siquiátrico Manuel Antonio Chapuí, de lo indicado en el último considerando. SL
14981-06. ATENCION MÉDICA. Señala la recurrente que hace más de 13 años en el Hospital San Juan de Dios, le colocaron un by-pass para que de esta forma pudiera tener una buena o mejor circulación en una de sus piernas. Debido a que hace cinco años sus problemas han surgido nuevamente y debido a que ya no cuenta con los recursos necesarios para recibir tratamientos en forma privada, solicitó una referencia para que la atendieran en cardiovascular del Hospital Calderon Guardia adonde llevó el dictamen privado para volver a pedir una valoración y explicar lo que tenia y el tratamiento que ocupaba, pero una vez más le dijeron que solamente le ofrecían aspirinas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que inmediatamente a partir de la comunicación de esta sentencia, se valore y asigne el tratamiento adecuado a la amparada. CL  

14982-06. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que su médico tratante le ha recetado hidrocortisona tabletas y haldol gotas, productos que son necesarios para mitigar el padecimiento que sufre debido a un tumor cerebral. Sin embargo, la Jefa de la Farmacia del Área de Salud de La Unión le ha negado el suministro de tales medicamentos, aduciendo que el médico tratante no se encuentra autorizado para prescribir los citados fármacos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena a la Jefa de Farmacia  del Área de Salud de La Unión, proceder a entregar al amparado el tratamiento prescrito de hidrocortisona tabletas y haldol gotas, en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. Tomen nota los recurridos de lo establecido en el último considerando. CL
14960-06. OPERACION. Señala la recurrente que a la amparada no le fue practicada una operación de oído programada para el 17 de marzo de 2006, por la falta de anestesistas, por lo cual, para los días 10 y 11 de octubre de 2006 se ha citado usuarios de Otorrinolaringología y Ortopedia para realizarles cirugías pendientes. Se declara con lugar el recurso y se previene al Director Médico del Hospital Dr. Escalante Pradilla, que no deberá incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso. CL
14961-06. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que la autorización de empleo del fármaco trastuzumab adyuvante, indicado por el médico que la atiende en la Caja Costarricense de Seguro Social, para el tratamiento de un cáncer de mama, no le ha sido entregado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata y de acuerdo al consentimiento informado, se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. CL
14775-06. MEDICAMENTO. Alega la amparada que padece de cáncer de mama y su médico tratante le prescribió el medicamento Trastuzumab (Herceptin), no obstante, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social le han negado el suministro de este tratamiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en forma inmediata y de acuerdo al consentimiento informado, se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
14776-06. MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que debido a lo avanzado del mal que padece, fue intervenida quirúrgicamente y por no haberse erradicado totalmente el cáncer, se le prescribió un tratamiento con quimioterapia, así como un medicamento denominado Bevacizumab, sin el cual, los componentes de la quimioterapia no son efectivos para paliar la enfermedad, pero le fue negado en vista de que ésta no se encuentra dentro de la Lista Oficial de Medicamentos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas que sean necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que se le suministre de inmediato y de acuerdo al consentimiento informado a la recurrente, el tratamiento con Bevacizumab (Avastin) recomendado por el médico tratante, en las dosis y durante el plazo que él determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica.  Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL 

14608-06. OPERACION. Alega el recurrente que la amparada requiere una segunda intervención quirúrgica con el propósito de erradicar en su totalidad un tumor canceroso ubicado en el hígado. Sin embargo, a la fecha esto no ha sido posible, ya que, por razones de política de la nueva administración del Hospital San Juan de Dios, no se permite que los médicos del mencionado Centro de Transplante Hepático y Cirugía Hepatobiliar operen en el citado centro hospitalario, considerando que sus médicos pueden realizar dicha operación. Considera que se han infringido los principios constitucionales de eficacia y eficiencia y los derechos fundamentales a la vida y a la salud, en perjuicio de las amparadas, pues, éstas  no reciben el tratamiento que requieren, en razón de disputas burocráticas internas que no se solucionan. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y Jefe de la Sección de Cirugía, ambos del Hospital San Juan de Dios, así como a la Directora del Centro de Transplante Hepático y Cirugía Hepatobiliar, que adopten de manera inmediata las medidas que sean necesarias y efectivas para proporcionar y facilitar las instalaciones y condiciones necesarias al Centro de Transplante Hepático y Cirugía Hepatobiliar para realizar las intervenciones quirúrgicas a los recurrentes según las indicaciones de su médico tratante. CL
14598-06. ATENCION MÉDICA. ACCIDENTE DE TRABAJO. Alega el recurrente que sufrió un accidente laboral y tanto el Instituto Nacional de Seguros como la Caja Costarricense de Seguro Social se niegan a brindarle la atención médica que requiere, por cuanto mientras que en la Caja se le ha informado que su caso puede agravar, insistiéndose que por tratarse de un riesgo de trabajo quién debe continuar con su tratamiento y atención médica es el INS, en ese Instituto se le ha informado que aún cuando existan dos dictámenes de la Caja en el sentido de que se trata de riesgo de trabajo, corresponde a la Caja valorar su situación, situación que se agrava pues debe continuar laborando a pesar de su padecimiento. Sobre el tema se cita la sentencia 5883-96. Considera la Sala que corresponde a la Caja Costarricense de Seguro Social seguir brindado la atención, independientemente de lo que se resuelva posteriormente en vía judicial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomar de forma inmediata las medidas necesarias y girar las órdenes pertinentes a fin de que al amparado se le brinde la atención médica y los medicamentos que requiere según su estado de salud, de conformidad con el criterio de su médico tratante, del mismo modo, si de conformidad con el criterio de éste requiere ser intervenido quirúrgicamente deberá practicársele la operación correspondiente dentro de un plazo razonable, todo a juicio de aquel profesional. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

15576-06. DESALOJO DE PROPIEDAD DEL ESTADO. Alega la recurrente que está siendo objeto de un desalojo por parte del Departamento de Inspección Vial y Demoliciones, Dirección de Ingeniería de la División de Obras Públicas del M.O.P.T. sin que se siga el debido proceso. En este caso consta que la casa se encuentra ubicada dentro del derecho de vía que corresponde a una Ruta Nacional. Lo acordado es conforme con lo establecido en el ordenamiento jurídico, en virtud que  la invasión, de hecho, de un bien demanial, que por su naturaleza es imprescriptible e inalienable, lo que  hace que sea excluido del régimen de la propiedad ordinaria. RF
DERECHO DE TRABAJO
15674-06. PLAZO DE PRESCRIPCION PARA INTERPONER RECLAMO ANTE EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS POR RIESGO DE TRABAJO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 304 del Código de Trabajo. Se indica que en proceso de Riesgo de Trabajo, se acogió la excepción de prescripción interpuesta por el representante del demandado y declarando prescrita la demanda. El actor apeló y pretende que se le paguen las verdaderas incapacidades que le correspondan legalmente, el INS opuso la excepción de prescripción con fundamento en el artículo 304 del Código de Trabajo, norma que de manera general establece, que los derechos y acciones para reclamar las prestaciones que establece el Título Cuarto del Código de Trabajo, prescriben en dos años contados desde el día en que ocurrió el riesgo o en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento, y en caso de muerte a partir del deceso. De lo anterior concluyen que de aplicarse esa regla, con un plazo de prescripción tan corto, los derechos y acciones del actor podrían estar prescritos, en detrimento de su derecho constitucional a tener una mejor calidad de vida. Se evacua la consulta, en el sentido de que no es inconstitucional la prescripción de dos años prevista por el artículo 304 del Código de Trabajo antes de la reforma dispuesta por Ley No. 8520 del 20 de junio del 2006, siempre y cuando se interprete el supuesto: “…en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento”, que, si el trabajador descubre posteriormente alguna secuela producto de un riesgo laboral, es a partir de ese momento que nuevamente se abre el plazo de los dos años. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las norma consultada, sin perjuicio de los asuntos fallados con autoridad de cosa juzgada a la fecha de esta sentencia. Evacuada 

15780-06. REVOCATORIA DE REASIGNACION DE PUESTO. Alega la recurrente que el Directorio Legislativo emitió un acto declarativo de derechos, pues reconoció la reasignación del puesto que ocupa; sin embargo, posteriormente procedió a dejar sin efecto dicho acuerdo, sin seguir para ello los procedimientos establecidos legalmente. En reiteradas ocasiones esta Sala ha señalado que la mera comunicación de un nombramiento no tiene la facultad de generar derecho alguno a favor del servidor designado, ya que éstos se producen a partir de la elaboración de la respectiva acción de personal, por lo que el hecho de que con posterioridad se deje sin efecto lo dispuesto por la comunicación, no genera vulneración alguna a los derechos constitucionales del interesado. Sobre el tema se cita la sentencia 818-03. SL
15828-06. RECONOCIMIENTO DE GRADO PROFESIONAL. Alega la recurrente que trabaja para el Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONICIT), en donde se le aprobó el pago del rubro de dedicación exclusiva, debido a la obtención de una Maestría en Administración de Empresas en el Instituto Tecnológico de Costa Rica. No obstante, la Autoridad Presupuestaria modificó su criterio, estableciendo que para el pago de la dedicación exclusiva es indispensable contar con el grado de licenciatura, por lo que se rescindió su contrato de dedicación exclusiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por infracción del principio de intangibilidad de los actos propios. Se ordena a la Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, y al Coordinador del Área Administrativa y Financiera del Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas, tomar las previsiones necesarias para que se pague al actor, a la mayor brevedad posible, lo que se le adeuda por la modificación de su contrato de dedicación exclusiva y continuar cancelándole el 55% sobre el salario base por tal sobresueldo, mientras no sean anulados los actos que declararon ese derecho a favor suyo. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
15832-06. CCSS NO LE PAGA INCAPACIDAD POR MATERNIDAD. Acusa la recurrente que actualmente se encuentra incapacitada por maternidad. Que  desde hace más de un mes  gestiono ante el Centro de Salud de Tejar del Guarco de Cartago que se le cancele el monto correspondiente al rubro de incapacidad por maternidad, sin embargo, se le informo que no hay contenido presupuestario para cubrir dichos extremos. Sobre el tema se cita la sentencia 10008-00. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social el pago efectivo de los rubros correspondientes a la incapacidad por maternidad de la recurrente. CL
15870-06. CAMBIO DE GRUPO PROFESIONAL. Alega la recurrente que sin ninguna notificación, ni procedimiento administrativo previo, se le suprimió el grupo profesional otorgado y se le asignó el VAU-1 en artes plásticas. Se declara con lugar el recurso y se anula la acción de personal número 33420332. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en forma inmediata disponga y ejecute las medidas administrativas correspondientes a efecto de que se continúe pagando a la recurrente el salario actualizado que tenía bajo el Grupo Profesional VT4. CL
15868-06. NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD SIN CONCURSO PREVIO. Señala la recurrente que las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de modo arbitrario designaron en propiedad a un funcionario en la plaza en que se desempeñaba, sin haber observado los procedimientos de concurso contemplados en el ordenamiento jurídico. Lo anterior, con base en la circular N°33225-05 de 20 de setiembre de 2005, la cual fue anulada por la Sala Constitucional en la sentencia N°2006-11982. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el nombramiento del señor la persona nombrada en la plaza que ocupaba la tutelada, N° 00068, al haberse anulado en la sentencia N° 2006-11982 de las 15:55 hrs. de 16 de agosto de 2006, la circular N° 33225-05  de 20 de setiembre de 2005, la cual sirvió de sustento a esa designación. CL
15616-06. SANCION. Señala el accionante la violación al debido proceso por cuanto en causa que se tramita en su contra en la Inspección Judicial y por la que se le impusieron tres días de suspensión, no se  evacuo la prueba testimonial ofrecida,  tampoco se le ha permitido ejercer su derecho a la defensa. En este caso, consta que al recurrente  se le otorgó un plazo para contestar las audiencias conferidas, se le puso en conocimiento la evacuación de la prueba y  ha ejercido ampliamente su derecho a la impugnación de conformidad con los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. SL
15673-06. SUSPENSION POR REORGANIZACION. MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que mediante resolución número R-2078-R-2006 de las diez horas del ocho de agosto del dos mil seis emitida por la Vicerrectora Académica de la Universidad Nacional, fue suspendido por el término de tres años de su puesto de Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional; suspensión que se basa en una supuesta reorganización de la Sede mediante la cual le habían suspendido por un año con anterioridad a esa decisión. Indica que la suspensión de su puesto de Decano de la Sede Brunca excede incluso su nombramiento en ese puesto. Afirma que el proceso de reorganización de la Sede no elimina el puesto de Decano y más bien designa a otro funcionario para desempeñar esas funciones. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número R-2078-R-2006 de las diez horas del ocho de agosto del dos mil seis dictada por la Vicerrectora Académica a.i. de la Universidad Nacional mediante la cual se dispuso como medida cautelar la suspensión del recurrente por un plazo de tres años de su cargo de Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional. En consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos conculcados por lo que deberá ser reinstalado inmediatamente como Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional. CL 
15580-06. NIEGAN PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA ESTUDIOS A INTERINO. Alega la recurrente que el Ministerio de Educación Pública le denegó una solicitud de permiso con goce de salario para cursar estudios de maestría en la Universidad de Costa Rica. Sobre el tema de permisos con goce de salario para servidores interinos, se cita el voto 13504-06. Se reitera el criterio en el sentido de que el principio de la estabilidad impropia de los servidores interinos son su sustitución por otro trabajador interino de iguales condiciones y la opción de participar en concursos internos, no así el acceso a licencias de estudios.  SL
15643-06. DESPIDO. PUESTO POR UN PLAZO DETERMINADO. Alega el recurrente que fue nombrado en noviembre de 2004 por un período de dos años como Subcoordinador de la Comisión de Normalización y Compras Laboratorio Clínico de la CCSS  y tras tres meses de habérsele designado, se le destituyó de su puesto sin razón ni procedimiento alguno. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula, por falta de fundamentación, de los oficios 35.552 del 23 de agosto y 36.404 del 12 de setiembre, ambos del 2006, suscritos por la Gerencia División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, la modificación del carácter de Subcoordinador de la Comisión Técnica de Normalización y Compra de Laboratorio Clínico que ostentaba el recurrente. CL

15669-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA DIPUTADO. Alega el recurrente que en su contra se sigue un procedimiento administrativo, el cual no cumple la normativa aplicable. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RP
15487-06. AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA LABORAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 402 del Código de Trabajo. Señala que la Procuraduría sostiene que no se aplica el voto 3669-06 de la Sala Constitucional porque en materia laboral, hay un artículo específico que lo regula, que no ha sido afectado por el voto citado. Se evacua la consulta judicial en el sentido que la frase "(...) Si se tratare de reclamos contra el Estado o contra sus instituciones, deberá agotarse previamente la vía administrativa.", contenida en el párrafo 2° del artículo 402 del Código de Trabajo es inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma consultada, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese al Juzgado consultante, la Procuraduría General de la República y las partes apersonas en el proceso. Evacuada
15485-06. NUEVO SISTEMA DE CALIFICACION DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA. Alega la recurrente que el Consejo de la Judicatura, conoció la “Guía para la calificación de los participantes en la Carrera Judicial” y dispuso que el ‘promedio académico’ se debe dividir entre el número de materias consideradas y no en base a un factor fijo. Asimismo, en lo correspondiente a publicaciones debe entenderse que se trata de publicaciones reconocidas ante la sección de Clasificación y Valoración de puestos para efecto de Carrera Profesional. Acusa que el órgano recurrido denegó gestión presentada sobre su calificación. Sobre el tema de los derechos adquiridos y las situaciones jurídicas consolidadas, se citan las sentencias 2765-97 y 2076-01. En este caso consta que a la amparada se le respetó el promedio originalmente obtenido y a partir del cual obtuvo su actual nombramiento en propiedad. Si la Administración adoptó el acuerdo de variar en adelante el sistema de evaluación, conforme a lo indicado anteriormente, los derechos adquiridos se refieren a los efectos producidos bajo los supuestos de hecho existentes para ese entonces, y que serían los promedios adquiridos por personas bajo la vigencia de las reglas anteriores, pero no a que en adelante se les aplique ese régimen. SL
15439-06. PAGO DE SALARIO. Alega el recurrente que luego de laborar para el CEFOF, se firmó entre ésta y la Compañía Nacional de Fuerza y Luz la resolución de traslado horizontal  de la plaza que actualmente ocupa como jefe profesional en formación para el trabajo. En virtud de lo anterior y aunque está trabajando en la CNFL desde el mes 3 de julio del 2006, no ha percibido su salario que, de acuerdo con la Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, es la entidad que cedió el puesto la encargada de seguir cancelándolo, hasta que en la CNFL lo incorpore en su presupuesto. Se declara  con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Directivo del Centro de Formación de Formadores y de Personal Técnico para el Desarrollo Industrial de Centroamérica, pagar en forma inmediata el salario del recurrente a partir del 3 de julio del 2006 hasta la fecha, y continuar pagándole hasta que la  Compañía Nacional de Fuerza y Luz incluya su plaza en el presupuesto del 2006. CL 

15442-06. TRASLADO. Alega el recurrente que se le asignó en la Inspección General de la Fuerza Pública como Supervisor de la totalidad de las unidades y funcionarios en ellas acreditados del  Ministerio de Seguridad Pública, así como la investigación de actos de corrupción, labor que realizó con honestidad y de forma satisfactoria, situación que se refleja en las calificaciones laborales que han sido de excelente. Indica que a mediados del año pasado se comenzaron a dar una serie de roces a nivel personal entre su Jefe inmediato que desembocaron en su traslado laboral, sin debido proceso y un cambio de condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública y a la Directora de Recursos Humanos, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia reestablezcan al amparado en el puesto que ejercía en la Inspectoría General, previo al traslado comunicado y operado mediante el oficio No. 534-05-DRH del 30 de setiembre del 2005. CL
15160-06. DESPIDOS EN MIDEPLAN. Alega la recurrente que en el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, con base en el Decreto Ejecutivo número 33206, las autoridades recurridas dispusieron no prorrogar su nombramiento interino, aún cuando dicha normativa ni siquiera está publicada. Señala que se le despidió sin esperar el pedimento del Servicio Civil, para nombrar en lugar de un interino a otro interino. Sobre los despidos en esta institución se cita la sentencia 12575-06. SL
15196-06. CESE DE NOMBRAMIENTO. Señala la recurrente que tres meses después de haber sido nombrada por un período de dos años y, un mes después de designársele como coordinadora de la Comisión de Normalización y Compras Laboratorio Clínico, se le destituye de su puesto sin razón, sin causa ni procedimiento alguno. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula, por falta de fundamentación, el oficio 36404 del 12 de setiembre del 2006 de la Gerencia División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
15092-06. REDUCCION DE LECCIONES INTERINAS A FUNCIONARIOS EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que le fueron disminuidas 4 de las 16 lecciones interinas que para el presente curso lectivo se le habían asignado como docente en propiedad de la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güel, lo que estima se ha producido sin previo aviso, procedimiento o citación, en detrimento de sus derechos fundamentales. Sobre el tema de los recargos asignados a los educadores, la Sala ha dictado abundante jurisprudencia, se cita la sentencia 5365-05 y con base en este antecedente se rechaza por el fondo el recurso. RF
15204-06. TRASLADO. Alega el recurrente la violación al debido proceso por su traslado al Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del MOPT, mediante un acto administrativo que adolece de la debida fundamentación. Se declara con lugar el recurso. Se anula la Orden de Presentación Nº RH-2006-272 del 12 de septiembre del 2006, que dispuso el traslado del recurrente al Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. CL
15244-06. DESPIDO DE FUNCIONARIA DEL TSE. Alega la recurrente que en 1998 fue nombrada en propiedad como Jefe la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, después de haberse sometido a un concurso público. Posteriormente, fue ascendida en propiedad como Oficial Mayor Electoral y ese nombramiento fue prorrogado cada cuatro años hasta el 13-07-2004 cuando, mediante un acto carente de fundamentación, se acordó no reelegirla más en ese puesto. Señala que se le ha indicado que la Asesoría Jurídica del Tribunal se pronunciará sobre los extremos laborales que le corresponden, con lo cual considera que se ha dado un despido implícito que es inconstitucional porque es funcionaria de carrera del Tribunal Supremo de Elecciones, nombrada en propiedad mediante el sistema de concurso y con derecho a la estabilidad laboral, por lo cual, aún cuando no se le reeligió en el puesto de Oficial Mayor Electoral, considera que tiene derecho a la estabilidad laboral que le otorga el artículo 192 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, restitúyase a la amparada en pleno goce de sus derechos conculcados en el puesto de Oficial Mayor Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones. Se anula el nombramiento de la persona actualmente en el cargo de Oficial Mayor Electoral adoptado por acuerdo del Tribunal Supremo de Elecciones en sesión número 105-2004 del veintidós de julio del dos mil cuatro con vigencia a partir del dieciséis de agosto del dos mil cuatro. Los Magistrados Vargas, Armijo y Jinesta ponen nota. CL
14973-06. TRASLADO. Alega la recurrente que funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública pretenden obligarla a usar arma de fuego, a pesar de que existen razones de salud que se lo impiden, y además que se procedió a variar sus funciones de manera arbitraria, con violación de sus derechos fundamentales. Se cita la sentencia dictada en un caso similar, número 1204-96. Consta en el expediente que existen razones suficientes para excusar en este momento a la amparada del uso del arma de fuego. Asimismo, aunque se ha aceptado la posibilidad de trasladar de puesto a funcionarios que padecen problemas de salud, estos traslados o variación de funciones se deben hacer respetando que sea dentro de una misma área geográfica, que desempeñe las mismas funciones u otras similares que no produzcan la degradación de aquellas, que tenga igual salario y categoría. Se declara con lugar el recurso. Se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales, deberá la autoridad recurrida asignarle funciones administrativas, conforme corresponde al cargo en el que fue nombrada. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el plazo de diez días contado a partir de la comunicación de esta resolución, proceda a realizar el estudio correspondiente de las funciones de la amparada, con respeto de sus derechos fundamentales y con observancia de las recomendaciones emitidas en el informe psicodiagnóstico realizado a la amparada el 18 de mayo de 2004, por el Departamento de Psicología del Ministerio de Seguridad Pública, o bien ante las de un nuevo estudio que analice la situación actual de la amparada. CL
14761-06. INVESTIGACION PRELIMINAR. Alega el recurrente que el Ministerio de Seguridad Pública inició un proceso administrativo en su contra, con base en un informe recabado por la Dirección de Investigaciones Especializadas. Señala que esa investigación preliminar, es nula, pues no sólo se llevó a cabo por órgano no competente sino que además cuando se le entrevistó sobre el tema investigado no se le advirtió de su posibilidad de abstenerse de declarar durante la investigación preliminar, lo que lo colocó en estado de indefensión y convierte al proceso en nulo.   Sobre el debido proceso en investigaciones preliminares se cita la sentencia 2452-97, se reitera el criterio en el sentido de que los actos de investigación que apunta y reclama el amparado, constituyen una fase preliminar que podrá servir o no de base a un procedimiento administrativo o jurisdiccional, oportunidad en la que deberá otorgársele amplias posibilidades de proveer a su defensa. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. RF
14641-06. ELIMINAN ALGUNOS BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 32, 61 inciso c), 80 incisos e) y h), 101, 102 y 103 del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Órganos de Desconcentración Máxima. Los recurrentes alegan que las normas impugnadas confiere a los trabajadores de dicha institución una serie de beneficios que no ostentan los demás funcionarios públicos, entre otras cosas un funcionario es retribuido extraordinariamente por cumplir con eficiencia y excelencia las labores y responsabilidades que le han sido asignadas, y por las cuales ya se le paga un salario y se dispone una indemnización adicional para aquellos funcionarios que no puedan ser reubicados durante un proceso de reestructuración. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Organismos de Desconcentración Máxima aprobado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica en el acuerdo 6, del acta de la sesión 5113-2002 celebrada el 10 de abril del 2002, del artículo 32 la palabra "satisfactoriamente" y el inciso c) del artículo 61, en tanto establece una doble indemnización en los términos establecidos en el considerando VII. Esta declaración tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En cuanto a los demás artículos se declara sin lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz declaran inconstitucional en su totalidad el artículo 32 de dicho reglamento. El Magistrado Jinesta da razones separadas en relación con el artículo 61 inciso c). CL Parcial
14628-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que por comentarios que hizo sobre el Alcalde, se inició un proceso administrativo para dictaminar su despido sin responsabilidad patronal. Señala que quien realizó la investigación es incompetente y apunta otras irregularidades en el proceso. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las partes de lo indicado en el último considerando. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
DERECHO PENAL
15266-06. PLAZO DE MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que se le impuso una medida cautelar de impedimento de salida del país por siete años, sin haber sido indagado, que apeló la medida impuesta, y le fue rechazada en resoluciones que no están fundamentadas. Sobre la imposición de la medida cautelar sin haber sido indagado, se cita el voto 3477-00.  La Sala estima que se trata de una medida ajustada a derecho, puesto que se emitió en resolución motivada. Sobre lo prolongado de la medida cautelar impuesta, se estima, que el haber mantenido la medida cautelar al amparado durante más de siete años y medio, sin haber definido aún su situación jurídica, produce la desnaturalización de la medida, tornándose por ello en una restricción ilegítima de la libertad personal del amparado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se deja sin efecto la medida cautelar impuesta al amparado mediante resolución del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José de las 12:00 horas del 30 de abril de 1999. CL Parcial
15290-06. ORDEN DE CAPTURA POR REBELDIA. Alega el recurrente que el Juzgado recurrido le comunicó al amparado, sin motivo alguno que debía de cambiar de abogado quien lo estaba asesorando no se encontraba habilitado para llevar su defensa, lo cual no es cierto. Además reclama que se ordenó su captura por rebeldía, pues supuestamente no fue localizado en su domicilio, con lo cual se ha dispuesto su captura, amenazando con ello el derecho a la libertad, ya que no es cierto que haya incumplido las condiciones que le fueron impuestas. El primer aspecto alegado es un asunto de legalidad, que fue desestimado. Sobre la declaratoria de rebeldía, consta que por error del despacho se decretó rebeldía contra el encartado. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto de la declaratoria de rebeldía. CL Parcial 

15289-06. NIEGAN APELACIÓN DE LA PRORROGA DE LA PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Tribunal Penal de Heredia se negó admitir el recurso de apelación que planteó contra la resolución del Juzgado Penal, que prorrogó la prisión preventiva. Interpreta el juzgador que el artículo 256 del Código del Procesal Penal solamente concede el recurso de apelación si se trata del rechazo de medidas sustitutivas solicitadas, pero no en el caso de una prórroga de la prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público. Estima la Sala que la decisión del Tribunal recurrido, no se ajusta a la previsión de los numerales 2, 253 y  256 del citado Código, en razón de que se trata de restricción a la libertad personal y no se puede interpretar que su prórroga por segunda o tercera vez no pueda ser revisada en alzada. Debe recordarse que entre los derechos de participación del sometido a proceso penal se encuentran tradicionalmente su posibilidad de recurrir las decisiones, pues aunque la ley lo omitiera, los instrumentos internacionales, propiamente la Convención Americana sobre Derechos Humanos, dispone sobre este derecho durante el proceso. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado.CL
15279-06. DETENCION. El recurrente acusa que su detención se produjo por varios días sin que estuviese fundamentada en una resolución jurisdiccional. Consta que el amparado fue detenido por autoridades norteamericanas que inspeccionaban en aguas internacionales, con 3.500 kilos de cocaína, la cual se produjo en aplicación del Acuerdo con los Estados Unidos USA para Suprimir el Tráfico Ilícito Ley No. 7929, que establece que cuando los funcionarios de las fuerzas de los Estados Unidos de América hallen una nave sospechosa más allá del mar territorial de cualquier Estado procederá al abordaje y registro y si se hallaren pruebas de tráfico ilícito podrán detener la nave y a las personas que se encuentren a bordo, mientras llegan, de manera expedita, las instrucciones dispositivas del Gobierno de la República de Costa Rica. Sobre el tema se cita la sentencia 022-06. Es claro que si bien la detención se produjo tres días antes de que se le pusiera a la orden del Ministerio Público, los plazos no resultan irrazonables o desproporcionados, según las consideraciones de la sentencia citada. SL
15261-06. CONSTITUCION DE TRIBUNALES EN PROCESOS DE PENAL JUVENIL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 28 y 29 de la Ley Penal Juvenil y el artículo 111 del Ley Orgánica del Poder Judicial. Alega el recurrente que en nuestra legislación se establece que los menores de edad serán juzgados por un solo juez, lo que vulnera el derecho del menor de edad a ser juzgado por un juez imparcial y objetivo, a la hora de juzgarlo por delitos dolosos graves y sancionado para adultos con pena de prisión superior a los seis años, ya que unipersonalmente no habrá una verdadera deliberación, discusión, análisis y votación de todas las pruebas evacuadas en el juicio, así como los alegatos de las partes. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 2908-97, indicando que el hecho de que en la justicia penal juvenil la etapa de juicio no la celebre un tribunal colegiado en caso de delitos sancionados con pena privativa de libertad superior a tres años, no contradice los artículos 33 y 39 de la Constitución Política.  Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RF
15229-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que la prisión preventiva en su contra venció y a la fecha de interposición del recurso, permanece privado de libertad. Consta que el juez recurrido dictó la prórroga de la prisión preventiva antes de su  vencimiento; no obstante, por error se comunicó la prolongación de la prisión preventiva del amparado a un defensor que no tenía a su cargo el caso. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. CL
15227-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que se le está violentando su libertad por cuanto, se le mantiene todavía en prisión preventiva mientras se resuelve el recurso interpuesto ante la Sala Tercera, a pesar de que el plazo ya venció. Consta que debido a una serie de errores llevaron a que, habiendo vencido la orden de mantener al amparado bajo prisión preventiva, el Ministerio Público la solicitara tres días después. A pesar de que existe actualmente una orden judicial que ordena mantener al amparado bajo la medida cautelar de prisión preventiva, durante el lapso de tres días su prisión preventiva careció de orden judicial que la respaldara. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. CL
15228-06. NOTIFICACION DE PROCESO DE EXTRADICION. Señala el recurrente que el Tribunal Penal de Heredia vulnera su derecho de defensa y su derecho a la libertad, por cuanto procedió a notificar a su antigua defensora la resolución, por la que se acogió el proceso de extradición seguido en su contra, a pesar de que había procedido a nombrar a un nuevo defensor dentro del citado proceso. Por otra parte, alega que a pesar de que su vida corre peligro en el centro penal donde se encuentra recluido, las autoridades de dicho lugar no han adoptado ningún tipo de medida para protegerlo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Proceda el Tribunal Penal de Juicio de Heredia a notificar en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, el voto número 266-06 de las nueve horas con cincuenta y cinco minutos del veinticinco de julio de dos mil seis, a su defensor, quien se encuentra apersonado en el proceso, para que ésta tenga la posibilidad de impugnar y ejercer la defensa técnica. CL Parcial
15255-06. DETENCION. Alega el recurrente que mientras el amparado se encontraba haciendo fila en las afueras de la Plataforma de Servicios de la Dirección General de Migración y Extranjería con el fin de realizar un trámite para el cual -y según su dicho- se encuentra autorizado, un oficial de la Policía de Migración le indicó que debía acompañarlo y así, permaneció detenido por un lapso de tiempo y además, fue sometido a un interrogatorio, aunado a que se dejaron copia de la cédula de identidad y del documento que debía presentar el amparado e investigaron si el abogado que autenticó el documento tenía esa condición y si estaba o no habilitado para ejercer la abogacía. Estima esta Sala que sí se está ante una restricción ilegítima a la libertad ambulatoria en perjuicio del amparado, habida cuenta que se observa un procedimiento irregular del cual fue objeto esta persona. CL
14886-06. PRISION PREVENTIVA. ATENCION MÉDICA. Señala la recurrente que el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela confirmó la prisión preventiva dictada contra la amparada, pero sustituyó la misma por varias medidas cautelares, entre las que se encontraba la de arresto domiciliario en el Asilo de Ancianos de San Carlos, sin embargo dicho centro no aceptó a la amparada bajo el argumento de que no tenía la edad requerida para ingresar al mismo. Consta que la prisión preventiva contra la amparada, se encuentra debidamente fundamentada y la resolución supeditó el traslado de la amparada a la aceptación por parte de dicha institución, quien finalmente decidió no admitirla. Además, consta que las autoridades del Centro Penitenciario El Buen Pastor han tomado las medidas necesarias para solventar las necesidades de la amparada en razón de su padecimiento. SL 

14888-06. DETENCION. Alega el recurrente que la Fuerza Pública intervino los muelles de Limón y Moín, procediendo a tomar los puestos de los guardas y otros empleados de la institución, argumentando que no se estaba trabajando. Señala que fue detenido solo porque trabajaba muy lentamente. Consta que la detención del amparado se produjo debido a que se resistió a salir de la máquina que operaba, así como por tratar de agredir a oficiales de policía, permaneció menos de cinco horas detenido, posteriormente, la Fiscalía dispuso que fuera puesto en libertad. SL
14885-06. DETENCION POR MAS DE 24 HORAS. Acusa el recurrente que los accionados prolongaron el plazo de las 24 horas que señala el artículo 37 de la Constitución Política, para resolver la situación jurídica de su defendido. De las pruebas que constan en el expediente, se desprende que los imputados no habían podido ser indagados por cuanto, en un primer momento, la defensa había solicitado copias del Informe Policial Preliminar y posteriormente, que se prorrogara ese término para estudiar el expediente en su totalidad y ejercer de la mejor manera la defensa técnica y material, por esa razón, la Unidad de Apoyo de la Fiscalía solicitó la prorroga de ese término al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, que concedió con fundamento en lo dispuesto en el artículo 91 del Código Procesal Penal, a efecto que se recibiera la declaración indagatoria de los encartados. SL
14967-06. IMPEDIMENTO DE SALIDA. Alega la recurrente que el Juzgado de Familia de Puntarenas, fijó una fecha para una la audiencia de conciliación en las diligencias de autorización de salida del país de un menor de edad, muy tarde, de manera que no podría hacerse el viaje que se pretende, lo que sin duda implicaría una restricción a la libertad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza Penal Juvenil y de Familia de Puntarenas que dentro de los quince días siguientes a la comunicación de esta sentencia, proceda a señalar la fecha para la realización de la audiencia y resuelva oportunamente lo que en derecho corresponda. Tome nota Corte Plena de lo indicado en el último considerando de esta sentencia. CL  

14965-06. PRORROGA DE PRISION PREVENTIVA. PLAZO PRECLUIDO CON SENTENCIA NO FIRME.  Manifiesta la accionante que su representado se encuentra privado de su libertad en forma ilegítima, dado que el plazo para mantener la prisión preventiva ya venció, aunado a que la última prórroga de la prisión preventiva fue dictada por el  Tribunal de Casación Penal  sin que el Ministerio Público hubiese efectuado dicha solicitud. Según consta en el expediente  el Tribunal de Casación Penal, a solicitud del Ministerio Público, prorrogó la prisión preventiva. Vencidos los plazos de prisión preventiva, podrá acordarse una nueva ampliación del tiempo, para asegurar la realización del debate o de un acto particular, comprobar la sospecha de fuga o impedir la obstaculización de la averiguación de la verdad o la reincidencia. En tales casos, la privación de libertad no podrá exceder del tiempo absolutamente necesario para cumplir la finalidad de la disposición. En este caso, la medida se encuentra debidamente fundamentada. SL
14955-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que la prisión preventiva que le fue impuesta, se dictó violando su derecho al debido proceso y el principio de inocencia. Consta que con base en la normativa citada en la sentencia, el fundamento de la prisión preventiva en este caso se encuentra a derecho. SL 
14952-06. AUDIENCIA. Alega el recurrente que la autoridad recurrida le rechazó la solicitud de audiencia que hizo en la indagatoria de su defendido. Consta que la jueza fundamenta las razones del rechazo en la resolución que ordena la prisión preventiva del imputado. Además el recurrente no ofreció ninguna prueba que debiera evacuarse en la misma. SL
14865-06. IMPUTADO COMO OBJETO DE PRUEBA. INTERVENCIONES CORPORALES. LAVADO DE ESTOMAGO.  Alegan los recurrentes que fueron arbitrariamente detenidos y conducidos a un hospital donde, sin presencia de juez ni defensor y sin orden fundamentada de juez competente, se autorizó una inspección e intervención corporal, obligándoseles a tomar una sustancia desconocida que les provocó fuertes dolores, todo en contra de su voluntad. Consideran que la medida es arbitraria e ilegítima. Sobre el tema se cita la sentencia 1428-96. Consta que la medida se encontraba debidamente fundamentada y se reitera el criterio sobre intervenciones corporales, en el sentido de que proceden, siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos sustanciales de legitimación para su realización: a) utilidad de la medida dentro del proceso concreto, ; b) existencia de indicios comprobados contra el acusado, que justifiquen la intervención corporal ; c) necesidad de la medida, esto es que el resultado que de ellas se espera no pueda ser obtenido por otros medios menos gravosos, pues si es posible sustituirla por una medida menos lesiva, esta última es la que ha de prevalecer; d) proporcionalidad de la intervención, de la lesión que se pretende ejecutar, con la naturaleza de la lesión al bien jurídico que se ha dado con el delito que se investiga, pues deben guardar una relación de proporcionalidad a fin de equilibrar los intereses en juego; e) la realización de la prueba siempre debe estar en manos de peritos calificados, generalmente médicos, y nunca deben poner en peligro la salud o la integridad física del imputado, aunque medie su consentimiento; f) no pueden realizarse intervenciones corporales que impliquen en sí mismas un tratamiento cruel o degradante del examinado o que lesionen su dignidad. Sobre la prisión preventiva, se indica que está bien fundamentada, porque se presentan los presupuestos procesales que indica el 239 del CPP. SL
14861-06. PRISION PREVENTIVA. Señala el recurrente que es ilegítimo que el Tribunal de Juicio de Alajuela, sede en San Ramón, haya dictado prisión preventiva en contra del amparado el mismo día del juicio, sin fundamentación alguna y sin haber revocado la excarcelación de su representado. También señala que la lectura integral de la sentencia no se llevó a cabo en el lugar donde se realizó el juicio. Sobre el tema planteado se citan las sentencias 1939-03, 3473-05, 5740-00 y con base en ellas, se rechaza por el fondo el recurso. RF
14599-06. NOTIFICACION DE PRORROGA DE LA PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que pese a estar debidamente apersonado en el proceso penal, no se le ha notificado la resolución que ordenó la prórroga de la prisión preventiva contra su representado. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Proceda el Fiscal Auxiliar de la Unidad de Apoyo a la Fiscalía General de forma inmediata a hacerle llegar al Juzgado Penal de Heredia el apersonamiento del abogado como defensor del imputado en la causa penal Nº 05-000523-071-PE. Posteriormente, debe el Juzgado Penal de Heredia notificar en el plazo de veinticuatro horas, la resolución que prorrogó la prisión preventiva del tutelado. CL
14606-06. PRISION PREVENTIVA. FIANZA. Señala el recurrente, que a su defendido se le mantiene la medida cautelar de prisión preventiva, mediante resoluciones que carecen de fundamentación. Asimismo alega que, ni en la resolución del Juzgado Penal de Heredia de las 15 horas con 30 minutos del 22 de agosto de 2006, ni en el voto N° 422-2006 del Tribunal de Juicio recurrido existen razonamientos atinentes a la necesidad de mantener como fianza la suma de cincuenta mil colones. Se declara con lugar el recurso únicamente para que, dentro del plazo máximo de quince días a partir de la comunicación de esta resolución, las Autoridades recurridas procedan a realizar un estudio socioeconómico del amparado, a fin de determinar fundadamente el monto de la caución fijada. CL Parcial
14601-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que las resoluciones que prorrogan la prisión preventiva, como la que rechazó la modificación de la medida cautelar no se encuentran debidamente fundamentadas, a pesar que uno de los imputados  tiene un problema grave de salud y un centro penal no tiene las condiciones para atender satisfactoriamente su padecimiento. Consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada, así como la negativa al cambio de la medida cautelar. Sobre la ubicación del recurrente, es mediante un Incidente de Enfermedad que las autoridades judiciales deberán definir si el amparado puede o no estar en un centro de atención institucional. SL
14638-06. DETENCION Y EJECUCIÓN DE ALLANAMIENTO. Señala el recurrente la ilegalidad de esposarlo y exhibirlo ante el público y las cámaras de los medios que comunicación, que presenciaban la ejecución del allanamiento, registro y secuestro de su oficina dispuesta por el Juzgado Penal de Pavas. Consta que el recurrente fue detenido legalmente por una causa en su contra, fue esposado como parte del procedimiento, lo que no resulta un trato cruel o degradante. No consta que haya sido expuesto a la prensa, si considera que los medios de comunicación han incurrido o no en un abuso, es un asunto que debe dilucidarse en la vía ordinaria. SL
DERECHO TRIBUTARIO
15491-06. MODIFICACION DE LA BASE IMPONIBLE DE IMPUESTO DE REFRESCOS Y BEBIDAS GASEOSAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo número 31156-MP-H del 5 de mayo de 2003. La norma se cuestiona porque el tributo que  recae sobre los refrescos y  bebidas gaseosas fue desarrollado por el decreto que en esta acción es impugnado.  El mismo fue  promulgado con base en la interpretación que hace la  Procuraduría General de la  República y la Dirección General  de Tributación Directa, órganos  que lo que hacen es "Interpretar"  la Ley No. 6735 en su artículo 6  y 7, pero lo que finalmente hace es crear una nueva base imponible  con fundamento en la  interpretación doctrinaria que  hacen.  Así está modificando los  elementos esenciales y así  legisla y determina la política  tributaria que es exclusivo de la  Asamblea Legislativa. Acusan además que el Reglamento impugnado la define a contrapelo con las pautas establecidas legalmente, excluyendo del costo de fabricación los gastos financieros, de administración en general, así como los de distribución, publicidad y ventas. SL  

15409-06. IMPUESTO A MAQUINAS DE JUEGOS. Alega la recurrente que la creación sin autorización legal de un nuevo hecho generador para el cobro de un impuesto a la actividad de todo tipo de máquinas para juegos, vía decreto, excede las potestades ejecutivas, lesionando las atribuciones de la Asamblea Legislativa. Sobre el tema de límites a la potestad reglamentaria y respeto a la jerarquía del sistema normativa, se citan las sentencias 14286-05 y 14355-06. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

14936-06. ORDENAN DEPORTACION DE RESIDENTE. Señala el recurrente que la Dirección General de Migración y Extranjería le otorgó el status de residente por ser padre de una costarricense; no obstante, el Ministro de Gobernación y Policía ordenó su deportación en razón de su status de ilegal. Según informe del Ministro recurrido, lo anterior obedeció a un error, pero lo cierto es que el recurrente no se encuentra obligado a cargar con los efectos que se deriven de los errores de la Administración, razón por la que se declara con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones números 135-2005-1428-DPL-PEM-WQC de las trece horas con treinta minutos del primero de octubre de dos mil cinco de la Dirección General de Migración y Extranjería, y 1070-2006-DMG de las nueve horas con diez minutos del doce de setiembre de dos mil seis del Ministro de Gobernación y Policía. CL
14604-06. NIEGAN RESIDENCIA. Alega la recurrente que fue ordenada su deportación, a pesar de que está casada con un costarricense, aduciendo la existencia previa de la orden de deportación. La Sala ha mantenido la tesis de que el matrimonio posterior no impide la ejecución de la orden de deportación. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva su voto con sus consecuencias. SL 

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

14632-06. DISTRIBUCION DE LA DEUDA POLITICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso 2) del artículo 96 de la Constitución Política establecido por Ley 7675 de 2 de junio de 1997 y consiguientemente contra las mismas y todas las reformas anteriores de ese inciso desde la reforma constitucional de Ley número 2036 de 18 de julio de 1956. Se acusa que mediante la reforma impugnada, los partidos políticos no tienen acceso en igualdad de condiciones, a la contribución que da el Estado para los gastos de las campañas electorales. Sobre el tema se citan las sentencias 7263-06 y 3194-92. RF
FAMILIA
14927-06. MEDIDAS DE PROTECCION IMPUESTAS A FAVOR MENOR DE EDAD. Señala el menor recurrente que su madre lo llevó al Hospital Nacional de Niños, con un ataque de asma, pero ahora que se recuperó dos Trabajadoras Sociales, no le permiten que regrese con su mamá y más bien quieren entregarlo al Patronato Nacional de la Infancia. Consta en el expediente que realizadas las investigaciones pertinentes, se determinó la posible situación de riesgo del menor y el Patronato, en ejercicio de sus potestades y deberes constitucionales y legales, dictó una medida a su favor, debidamente fundamentada, en la cual se pretende protegerlo, y además que la madre se someta a tratamiento psicológico y psiquiátrico. SL 
INTIMIDAD

15592-06. REGISTRO DELINCUENTES. Alega el recurrente que fue sentenciado a descontar una pena privativa de libertad en noviembre de 1996, se le concedió el beneficio de ejecución condicional de la pena, la cuál ya cumplió, aunado  a que a la fecha han transcurrido más de diez años desde el momento en que fue sentenciado, sin embargo, en el Registro recurrido aparece aún dicha condenatoria. Sobre el tema se cita la sentencia 2760-96. Según consta en el expediente no han transcurrido los diez años que señala el ordenamiento, desde el momento en que cumplió con la sentencia condenatoria que le había sido impuesta. SL
LIBERTAD DE PRENSA
15216-06. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Señala el recurrente la violación a su derecho de rectificación o respuesta por cuanto el periódico Al Día no ha publicado la rectificación que remitió con relación a un editorial denominado "Temen caos con basura y despidos", respecto a la reinstalación del amparado como Alcalde de la Municipalidad de Tibás, pues considera que el editorial no se ajustaba a la verdad y que tales declaraciones perjudican su imagen. En este caso, consta que fue publicada parcialmente, la rectificación remitida por el recurrente y se señala que según el artículo 69 inciso c) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, reconoce que el órgano de comunicación podrá negarse a publicar o difundir los comentarios, afirmaciones o apreciaciones que excedan de sus límites razonables, o en lo que no tengan relación directa con la publicación o difusión. SL 

MINORIAS
15918-06. SEMAFOROS PARA CIEGOS EN HEREDIA. El recurrente considera violentados sus derechos fundamentales porque es una persona con discapacidad visual y cerca de su casa instalaron un semáforo que no cuenta con señalización o indicación sonora. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Santo Domingo de Heredia y a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, procedan a iniciar los trámites correspondientes a efecto de instalar los dispositivos sonoros que sean necesarios en los semáforos existentes en el Cantón de Santo Domingo de Heredia. CL
15922-06. ACCESO PARA DISCAPACITADOS AL HOSPITAL PSIQUIATRICO. Manifiesta el accionante que el Hospital Nacional Psiquiátrico no ha adecuado sus instalaciones de conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, y su Reglamento, pues no existen rampas, barandas de acceso al edificio ni rotulaciones o ventanillas especialmente previstas para las personas con discapacidades, en especial, en sus secciones de Farmacia y Consulta Externa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General a.i. del Hospital Nacional Psiquiátrico Manuel Antonio Chapui, adopte las medidas necesarias para que los discapacitados tengan pleno acceso al Servicio de Farmacia del Hospital Psiquiátrico. CL
15910-06. ADMISIÓN ADULTO MAYOR. Indica el recurrente que el amparado es un ciudadano costarricense de 75 años, viudo y en condición de abandono social, ya que no cuenta con recursos familiares ni comunales de ubicación, siendo además de difícil manejo. Ha estado ubicado en varios hogares de ancianos, en cuenta el Hogar de Ancianos San Vicente de Paul de Liberia, por un problema de salud, fue internado en el Hospital de Liberia, lugar en el que permanece desde hace trece meses y, no se le ha podido institucionalizar en ningún hogar de ancianos de la provincia, porque no lo aceptan. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Rectora del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor, adoptar las medidas necesarias para ubicar de inmediato al amparado en un Hogar de Ancianos, sufragando sus gastos, si su condición de salud actual le permite egresar del Hospital en que se encuentra internado. En cuanto al Hogar San Vicente de Paúl, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 
15920-06. ACCESO A INSTALACIONES DE EMPRESA DE TRANSPORTE COLECTIVO.  Manifiesta el recurrente que la empresa Transportes Turrialba S. A, le priva del derecho de acceder al segundo piso del edificio destinado al traslado de gente a distintas regiones del cantón de Turrialba. Sostiene que la sección del primer nivel tiene únicamente gradas en forma de caracol como vías de acceso al segundo nivel, lo cual puede ocasionar un accidente a las personas no videntes o de visión reducida. Afirma que no cuenta con rampas o  ascensores para subir a ese nivel, por lo que se le impide en su condición de persona discapacitada el acceso a los servicios públicos y privados contemplados en la Ley N.° 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Empresa Transtusa Sociedad Anónima, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, para que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, se garantice el acceso pleno de las personas discapacitadas al segundo piso de la Terminal de abordaje y desabordaje de Turrialba. CL
15632-06. SERVICIO DE BUSES NO TIENE ACCESO PARA DISCAPACITADOS. PAQUERA. Acusa el recurrente que el servicio de transporte público entre Cóbano-Mal País no reúne condiciones para transportar personas con capacidades especiales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Consejo de Transporte Público velar por el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, en cuanto a los aspectos de su competencia. CL
14850-06. SE ACUSA MAL ESTADO DE ACERAS EN VARIOS CANTONES DEL PAIS, QUE PERJUDICA A LAS PERSONAS NO VIDENTES. Señala la recurrente la presunta discriminación en su perjuicio de las personas no videntes del país, debido al deterioro y mal estado de las aceras en los cantones de San José, Montes de Oca, Goicoechea, Alajuela, Grecia, Siquirres, Paraíso de Cartago, Mora y Oreamuno, en claro incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley 7600 y su reglamento, lo que causa detrimento a sus derechos fundamentales y humanos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Goicoechea; al Alcalde de Oreamuno; a la Alcaldesa de la Municipalidad de Alajuela; al Alcalde a.i. de la Municipalidad de San José; al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Siquirres; al Alcalde de la Municipalidad de Paraíso; al Alcalde de la Municipalidad de Grecia; al Alcalde Municipal de Mora; al Alcalde de la Municipalidad de Palmares; y a la Alcaldesa Municipal de Montes de Oca, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que den inicio a la construcción de nuevas aceras frente a sus propiedades, en caso de que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N° 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, las municipalidades suplan los trabajos, y apliquen las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. Para esos fines, se ordena al Gerente de Área de Servicios Municipales de la Contraloría General de la República, que no autorice el Presupuesto correspondiente al año 2007, proveniente de las Municipalidades recurridas, si no incluyen la partida respectiva para cumplir con lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL
14852-06. DISCRIMINACION DE EXTRANJERO EN NEGOCIO PRIVADO. Alega el recurrente que en negocio donde acudió a fin de adquirir algunos artículos de ferretería, fue abordado por un empleado de dicha empresa, quien le solicitó que se retirara del local porque no querían el ingreso de orientales, ante lo cual, solicitó que le explicaran las razones que fundamentan ese trato, a lo que simplemente respondió llamando a un oficial de seguridad quién lo obligó a abandonar el local. Considera que ha sido objeto de un trato discriminatorio y contrario a la dignidad humana, puesto que el recurrido justifica la decisión de impedirle el ingreso al establecimiento, en razón de su etnia. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Presidente de Ferreterías el Mar RSML Sociedad Anónima al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

14816-06. INCUMPLIMIENTO DE LEY 7600 EN BUSES.  Alega el recurrente que las Sociedades Empresarios Unidos de Puntarenas S.A., Magosaso de las Lomas del Sur y Autotransportes La Ribera no cumplen las disposiciones de la Ley Nº7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, velar por el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, en cuanto a los aspectos de su competencia. CL
14814-06. INCUMPLIMIENTO DE LEY 7600 EN BUSES. Alega el recurrente que su sobrino de diez años soporta una parálisis cerebral y se necesita estarlo transportando constantemente a hospitales o a centros de enseñanza especial. Que a pesar de que con la promulgación de la Ley 7600 se obligó a los concesionarios de transporte público disponer de unidades adaptadas para atender las necesidades de las personas discapacitadas, ninguno de los concesionarios de las rutas 123, 124, 125 y 157, que son de las que podría hacerse uso en el caso particular, cumplen con dicho mandato, violentándose así los derechos fundamentales del amparado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, velar por el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, en cuanto a los aspectos de su competencia. CL
NOTARIADO

15773-06. NOTARIOS EN DEPENDENCIAS PÚBLICAS. Señalan los recurrentes que son notarios públicos desde hace tres años y se desempeñan en la División Jurídica del Banco de Costa Rica en donde no existe prohibición para el ejercicio del notariado. Afirman que la Dirección de Notariado publicó un aviso dirigido a todos los notarios públicos que ejercen cargos en cualquier dependencia del Sector Público, indicando que por Ley, todas las personas que ocupan cargos en cualquier dependencia del Sector Público o en la estructuras según modelos organizacionales de derecho privado, no pueden ejercer el notariado y se les otorgó un plazo para entregar sus protocolos bajo apercibimiento de iniciar los respectivos procedimientos de inhabilitación. Sobre el tema se citan las sentencias 9037-06 y 9564-06. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RF  

14903-06. SANCION A NOTARIO POR NO INSCRIBIR DOCUMENTOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 144, inciso a) in fine, del Código Notarial. Alega el recurrente que la norma impugnada establece una sanción a los notarios por no inscribir documentos y se le mantendrá hasta que el mismo quede inscrito, a pesar de que existen razones fuera de su alcance, para concluir la inscripción. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia número 10087-02, en donde se determinó que la prolongación de la suspensión notarial establecida en la norma de comentario no es per se inconstitucional, puesto que supone que ella es exclusivamente atribuible a la conducta del Notario que persiste en no completar el trámite de inscripción a su cargo. RF

14902-06. CASACION EN MATERIAL NOTARIAL.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 158 del Código Notarial y la jurisprudencia del Tribunal de Notariado acerca del artículo 39 ibídem. Alega el recurrente que en el artículo 39 del Código Notarial se exige al notario asegurarse de la identidad de las personas, solicitándoles otros documentos aparte de la cédula, a pesar de que la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones declara a esa credencial como única y suficiente al efecto. Sobre el 158 del mismo texto legal, señala que es violatorio del debido proceso el que solo proceda el recurso de casación contra las sentencias del Tribunal de Notariado cuando medie una pretensión resarcitoria y no cuando ésta sea exclusivamente disciplinaria. Sobre el primer tema planteado, se indica que no alcanza a plantear un conflicto de constitucionalidad cuya solución exija de la intervención de esta Sala. Sobre el segundo tema se citan las sentencias 4867-04 y 12404-04. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto cuestiona la jurisprudencia del Tribunal de Notariado relativa a la aplicación del artículo 39 del Código Notarial. Con relación al artículo 158 ibídem, estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2004-04867 de las 14:59 horas del 5 de mayo del 2004. RF
PODER EJECUTIVO
15921-06. IMPUESTO CON DESTINO ESPECÍFICO.  Alega el recurrente que a pesar de que la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que se debe girar el 2% anual del impuesto a las Asociaciones de Desarrollo Integral, el Ministerio de Hacienda no cumple con ello pues gira solamente el 0.50% o el 0.66% y en el caso concreto de la amparada, ello implica que no puedan atender sus responsabilidades en el CEN-CINAE local, con el EBAIS, gimnasio, espacios deportivos, responsabilidades en el manejo ambiental, cultural, social, entre otros. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Hacienda, que en forma inmediata debe tomar las medidas necesarias para que se giren los recursos y se pongan a disposición del Consejo Nacional para el Desarrollo de la Comunidad a fin de que éste los distribuya entre las Asociaciones de Desarrollo Integral en el porcentaje respectivo que dispone la Ley. Los Magistrados Solano, Vargas y Cruz ponen nota. CL
15245-06. PARTICIPACION DE DELEGACIÓN COSTARRICENSE EN DESFILE MILITAR. Alega el recurrente que la autorización del Poder Ejecutivo para la participación de una unidad de la Unidad de Intervención Policial del Ministerio de Seguridad Pública, en un desfile que se celebró en el Paseo de la Castellana, Madrid el 12 de octubre del 2005, para celebrar  la “Fiesta Nacional de España”, es violatorio de los principios civilistas y pacifistas consagrados en el numeral 12 constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente de la República y al Ministro de Seguridad Pública abstenerse de enviar delegaciones a actividades militares que den a entender, en contra del Derecho de la Constitución, que Costa Rica posee un ejército. Se le orden al Gobierno de la República efectuar las gestiones diplomáticas necesarias para modificar la página oficial de la Casa Real Española, en lo que respecta a la información atinente a Costa Rica. CL
14639-06. AUTORIDADES PUBLICAS NO EJECUTAN LEY DE TRANSPLANTES. Alega el recurrente que ha existido por parte de las autoridades públicas inercia, omisión y descoordinación para la puesta en marcha o ejecución del programa de transplantes de órganos y materiales anatómicos humanos. La ley número 7409 fue aprobada en el año mil novecientos noventa y cuatro y su respectiva reglamentación se dio en mil novecientos noventa y cinco, mediante Decreto Ejecutivo número 24605-S, tiene como eje la implementación de la Comisión Reguladora de Transplantes de Órganos y Materiales Anatómicos Humanos, (artículos 18, 19 y 20 de la “Ley Sobre Autorización para Transplantar Órganos y Materiales Anatómicos Humanos”, en relación con los ordinales 8 y 13 de su Reglamento), pues a ésta, la normativa mencionada, le otorga estructura y competencia administrativa exclusiva dándole la condición de ente rector en materia de donación y transplantes de órganos, dándole dentro de sus múltiples funciones, la confección del formulario oficial para la recepción de la información y el dictado de las directrices que materialicen y den eficacia al contenido de la norma. Esta Comisión se encuentra adscrita al Ministerio de Salud, es a éste ente al que le corresponde adoptar las medidas necesarias para que la Ley inicie su efectiva aplicación. Se declara con lugar el recurso, únicamente respecto al Ministerio de Salud. Se ordena a la Ministra de Salud, o a quien ocupe su cargo, que de inmediato disponga las providencias administrativas necesarias para dar debido cumplimiento a  la Ley 7409 "Autorización para transplantar órganos y materiales anatómicos humanos". CL
PODER JUDICIAL
15311-06. SOLICITUD DE AUDIENCIA ANTE FUNCIONARIO PÚBLICO. CONOCIMIENTO DE CAUSAS POR PARTE DE SUPLENTES. Alega el recurrente que un Magistrado de la Sala Constitucional no le ha dado audiencia, a pesar de las veces que lo ha solicitado. En primer término, se replantea el criterio tradicional sobre el conocimiento de causas por parte de Magistrados Suplentes, en el sentido de que  cuando el Magistrado titular previamente separado por la existencia de alguna causal de inhibitoria o recusación que le impide conocer de un determinado asunto, es sustituido para el conocimiento general de varios asuntos que por su labor le correspondería conocer y, a su vez, el Magistrado Suplente nombrado para el conocimiento específico del expediente, el cual el titular se había separado está ausente, el Magistrado Suplente, que viniera a sustituir a éste de manera temporal, pueda conocer también aquellos asuntos respecto de los cuales se separó al Magistrado Titular, dado que este último no tiene motivo de separación. Sobre la audiencia ante un funcionario y órgano público para tratar determinados temas –como en este caso-, no se ajusta al contenido del derecho de petición regulado por ese artículo, de modo que el hecho de que no se le haya indicado al amparado nada sobre la audiencia solicitada no constituye una violación a los citados artículos de la Constitución Política. Sobre el tema se cita la sentencia 8226-04. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
15591-06. TRANSPORTE DE PRIVADOS DE LIBERTAD. Señala el recurrente que al ser trasladado del Centro de Atención Institucional La Reforma al Hospital Calderón Guardia a una cita médica se le obliga  el uso de esposas y del cinturón de seguridad, además considera que los vehículos para el transporte son inadecuados. La autoridad recurrida indica que la forma de trasladarlo no atenta contra su salud, dado que la cita programada es del servicio de  odontología, por lo que no existe ninguna recomendación médica especial en cuanto al traslado. Asimismo, afirman que el  traslado se hizo con base en  Manual de Procedimientos  Operativos de la Policía Penitenciaria. Sobre el tema se citan las sentencias 5721-94 y 281-00. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. SL
14957-06. CONDICIONES PENITENCIARIAS. Señalan los recurrentes que en la Unidad de Talleres Industriales del Centro de Atención Institucional La Reforma se encuentran hacinados,  la estructura física en pésimo estado, y el número de  servicios sanitarios y duchas no son proporcionales al número de interno y son insalubres. Además, no se les permite asistir a todos al área de visita, por lo que deben permanecer a la intemperie y por otra parte, deben de laborar todos los días, sin derecho a un día de descanso. Se declara con lugar el recurso y se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte las medidas necesarias para que de forma inmediata proceda a instalar la cantidad de servicios sanitarios, duchas, lavamanos que se requieren en proporción al número de privados de libertad que conforman la población penal de la Unidad de Talleres Industriales del CAI La Reforma, así como reacomodar los camarotes en los pabellones para que los privados de libertad cuentan con un espacio adecuado de movimiento. Para efecto de la cabal ejecución de esta sentencia, se ordena al Tribunal de Ejecución de la Pena de Alajuela y al Área Rectora del Ministerio de Salud de Alajuela que, dentro de los ochos días posteriores a la comunicación de la presente resolución, realicen una inspección a la Unidad de Talleres Industriales del Centro de Atención Institucional La Reforma y rindan las recomendaciones necesarias a la Dirección de La Reforma y a este Tribunal, para que la primera las ejecute dentro del plazo señalado; expídase los mandamientos correspondientes y comuníquesele con carácter urgente. Al finalizar el plazo señalado, el Director del Centro Institucional La Reforma deberá solicitar Ministerio de Salud y al Tribunal de Ejecución de la Pena que realicen una inspección de la Unidad de Talleres Industriales, para que comprueben el cumplimiento de lo dispuesto en la presente sentencia y rindan un informe a esta Sala. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
14780-06. LIMITACIONES IMPUESTAS A PRIVADOS DE LIBERTAD PARA LLEVAR CURSOS DEL INA. Alegan los recurrentes que matricularon un curso de Computación que imparte el Instituto Nacional de Aprendizaje en el Centro de Atención Institucional La Reforma, y que posteriormente se les indicó que debían abandonar dicho curso ya que no era posible llevarlo debido a la condición de extranjeros indocumentados que ostentan. Sobre los derechos y deberes de las personas extranjeras en este tipo de situaciones, se cita la sentencia 2297-06 y se reitera el criterio en el sentido los recurrentes no ostentan un derecho fundamental a recibir esa formación. La Sala reconoce que el recurrente está legitimado para reclamar del Estado costarricense el respeto de todos los derechos fundamentales, con las excepciones y limitaciones que la propia Constitución y las leyes establecen –estas últimas, en la medida en que sean conformes con la primera y con las exigencias derivadas de la libertad y dignidad de las personas-.  Sin embargo, la pretensión del recurrente de obligar al Estado a brindarle la específica formación que imparte el Instituto Nacional de Aprendizaje no encuentra fundamento alguno, ni en la Constitución ni en la Ley.  SL
SERVICIOS PUBLICOS
15831-06. SE ANULA AUDIENCIA PARA AUMENTO DE TARIFAS DE SERVICIOS PORTUARIOS EN PUNTARENAS. Alegan los recurrentes que son vecinos de la provincia de Puntarenas y usuarios de los servicios públicos que se prestan en los puertos, propiedad del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico y en el Diario Oficial La Gaceta del doce de julio del año en curso, la ARESEP publicó una convocatoria a audiencia pública para conocer las nuevas tarifas de los servicios portuarios prestados por parte del INCOP en los puertos de Caldera, Puntarenas, Quepos, Golfito y Punta Morales.  Acusan que la audiencia pública se realizará en la Auditorio de la ARESEP en San José, a pesar de que los servicios portuarios se prestan en terminales en la vertiente del Pacífico ubicadas en la provincia de Puntarenas, de donde son vecinos.   Con ello se impedirá que ellos y todos los usuarios de los servicios portuarios vecinos de Puntarenas puedan participar en la audiencia y ejercer efectivamente el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la audiencia efectuada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos el siete de agosto del dos mil seis, la cual conoció aspectos técnicos, económicos y financieros de ajuste tarifario del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico. CL
15635-06. AUDIENCIA PARA FIJACIÓN DE TARIFAS DE BUSES. Alega el recurrente que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos ha convocado a una audiencia pública para oponerse al aumento general de tarifas de autobús. Que tal convocatoria es para todo el país, lo cual hace imposible que toda persona que desee conocer el expediente, oponerse y participar en la audiencia, pueda tener acceso al mismo pues solamente se encuentra en oficinas centrales de la recurrida, no en la cabecera de cada provincia. Que dicha situación burla el mecanismo de participación democrática en la toma de decisiones que establece la Ley. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena la audiencia pública de ajuste general tarifario dispuesto por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para las 17:00 horas del 22 de junio del 2006. En consecuencia, se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, que disponga lo necesario para que se celebre una audiencia pública de ajuste general tarifario en cada una de las regiones del país (Decretos Ejecutivos Nº 16068-PLAN del 15 de febrero de 1985, Decreto Ejecutivo Nº 21349-MIDEPLAN del 10 de junio de 1992 y Decreto Ejecutivo Nº 22604-MIDEPLAN del 30 de septiembre de 1993). CL
15417-06. INSTALACION DE MEDIDORES EN PRECARIO. Alega la recurrente que junto a otras familias que habitan el precario Corina Rodríguez le solicitaron a la compañía recurrida la instalación de medidores eléctricos individuales  para sus casas; sin embargo le han negado el servicio debido a que le solicitan copia del plano catastrado, lo cual se les dificulta debido a que la propiedad pertenece al INVU. Consta que la negativa de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz de instalar los medidores individuales en el citado precario  no es arbitraria, pues los recurrentes no cumplen los requerimientos que dispone la ley para ese efecto. SL
14918-06. CONCESIONES DE TAXI MEDIANTE RIFA. Alega el recurrente que el procedimiento seguido dentro del Primer Procedimiento Especial Abreviado de Taxis, en el cual se asignaron algunas de las concesiones de taxi mediante rifa. Reclama que el Consejo de Transporte Público no le ha asignado una concesión de taxi a pesar de  que cumple con todos los requisitos para ello. En cuanto al primer alegato considera la Sala que el proceso de rifa utilizado por el Consejo recurrido, no resulta arbitrario, pues el mismo tiene fundamento en lo dispuesto por los artículos 35 y 36 de la Ley número 7969, que prevén este tipo de sistema en aquellos casos en los que existiendo aún concesiones por adjudicar, se determine un número mayor de oferentes con el mismo puntaje. Sobre la inconformidad de la recurrente por cuanto no se le ha asignado una placa de taxi,  es un asunto que no corresponde a este Tribunal determinar, por lo que deberá plantear las gestiones pertinentes ante las instancias ordinarias correspondientes. SL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
15886-06. NO ACEPTAN AFILIACION A ASOCIACION INDIGENA. Alegan los recurrentes que solicitaron afiliarse a la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Alto Laguna, tomando en cuenta que son indígenas del territorio de Alto Laguna. Indican que esas solicitudes fueron aceptadas, pero lo cierto es que no les permite participar en las asambleas, ni ejercer en las reuniones el derecho de voz ni de voto.  En el caso de uno de los recurrentes, su solicitud de afiliación fue rechazada sin argumentación alguna, razón por la que acudió ante la Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad (DINADECO) a  reclamar los derechos que estimaba lesionados. Por oficio RB-202-05 del veintiuno de octubre del dos mil cinco, el Director Regional Brunca de DINADECO le ordenó a la Junta Directiva de la Asociación recurrida afiliarlo. Sin embargo, aducen la Asociación accionada ha hecho caso omiso a esta directriz, negándose a afiliar a los petentes.  Se ordena al Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena de Alto Laguna, que proceda a la afiliación inmediata del recurrente a esa organización social. CL
15823-06. LIBERTAD DE ASOCIACION. Manifiesta el accionante que la Asociación Española de Beneficencia, de la que es asociado desde noviembre del dos mil cinco, le retiró esa condición, por mala conducta o quejas, sin observar el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al accionante en el pleno goce de sus derechos constitucionales. CL
15760-06. DEVOLUCION DE AHORROS DE COOOPERATIVA. Indica el recurren que presentó su renuncia a la Caja de Préstamos y Descuentos de Empleados del Poder Judicial, pero le comunicaron que sus ahorros le serán devueltos hasta dentro de un año. Sobre hechos similares a los que aquí se plantean, se citan los votos 12254-05 y 15574-05. RF 

MUNICIPALIDAD
15492-06. PROFESIONALES OBLIGADOS A PAGAR PATENTE COMERCIAL EN TIBAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 15 inciso c) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 8523, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 126 de 30 de junio de 2006. Se obliga a profesionales liberales a pagar licencia e impuestos de patente, bajo amenaza de cierre de sus clínicas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula del inciso c) del artículo 15 de la Ley No. 8523, la frase que dice "y en general toda clase de servicios profesionales". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la(s) norma(s) anulada(s), sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar esta acción. CL 

15457-06. LIMITAN APROBACION DE USO DE SUELO. Alega la recurrente que es propietaria de varios inmuebles inscritos  en el Registro Nacional y solicitó  un certificado de uso de suelo en el que la Municipalidad de Vázquez de Coronado indicó por medio de una leyenda que no aprobaría trámite alguno por cuanto según aducen esa área corresponde al área verde producto del fraccionamiento realizado a la finca, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. Consta que las propiedades de los recurrentes fueron adjudicadas por remate y han transcurrido más de seis años en los que la Administración no ha ejercido acción alguna tendente a recuperar vía judicial lo que alegan es su derecho,  no siendo diligente en el trámite de sus intereses, sin embargo sí emitió lo que consideran una medida cautelar limitado el ejercicio del derecho de propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Director del Departamento de Ingeniería y Urbanismo, ambos de la Municipalidad de Vázquez de Coronado, emitir nuevamente el certificado de uso de suelo solicitado a favor de la amparada Parque Industrial Guachipelín Escazú Sociedad Anónima sin la siguiente leyenda: “para esta propiedad representada por el plano catastrado SJ-396452-97 no puede aprobarse trámite alguno ya que este Municipio mantiene un reclamo en virtud de que dentro de nuestros  registros esta área corresponde al área verde producto del fraccionamiento realizado a la finca con folio real 129429-001-002”. Asimismo se les ordena abstenerse en el futuro de imposibilitar cualquier trámite en relación con la finca objeto de este amparo, salvo que así lo ordene la autoridad judicial competente. CL
14906-06. AUTONOMIA MUNICIPAL. AUTORIZACION MUNICIPAL PARA INSTALACION DE RELLENO SANITARIO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 32608-S del 12 de agosto de dos mil cinco publicado en La Gaceta número 176 del 13 de septiembre de dos mil cinco. Se suprime la aprobación municipal para la concesión del permiso de ubicación de los rellenos sanitarios, que establecía el Decreto Ejecutivo número 27378-S "Reglamento sobre Rellenos Sanitarios", desconociendo de esta forma el principio de autonomía municipal. SL 

14621-06. REVOCATORIA DE CONCESIÓN. Alega la recurrente que el Concejo Municipal de Puntarenas, revocó las concesiones otorgadas a las empresas amparadas sin un procedimiento. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la sesión ordinaria 366 del 29 de abril de 2002 de la Municipalidad de Puntarenas, que dispuso en su artículo primero anular el acuerdo tomado por esta Municipalidad en la sesión ordinaria número ciento cincuenta y dos del dieciocho de octubre de mil novecientos noventa y nueve, artículo 4, inciso b); sin perjuicio que la administración pública accionada inicie el procedimiento para la anulación del acto favorable cumpliendo los recaudos formales y sustanciales dispuestos para la anulación o revisión de oficio de los actos administrativos favorables o declaratorios de derechos para el administrado. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

15306-06. ORDEN DE CAPTURA POR LOS MESES EN QUE SE ENCONTRABA DETENIDO. Alega el accionante que el juzgado recurrido ordenó apremio corporal en su contra por los meses durante los cuales estuvo privado de libertad por esa misma causa. Argumenta que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, la obligación alimentaria se suspende mientras dure la detención, excepto que se demuestre que el demandado cuenta con ingresos o posee bienes suficientes para hacer frente a la obligación, lo cual no es su caso y que la deuda debe cobrarse en vía civil. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 9675-01. Se reitera el criterio de que su anterior detención en nada enerva su obligación de cancelar los montos adeudados, pues si bien durante el tiempo de reclusión se suspende el pago de la deuda, ello no significa su condonación. Sin perjuicio, claro está, de que el deudor alimentario, en aplicación de lo establecido en los artículos 31 y 32 de la Ley de Pensiones Alimentarias, solicite una autorización al juez, con el fin de que se le conceda un plazo prudencial para que obtenga una ocupación remunerada y el pago en tractos de las cuotas alimentarias atrasadas. RF
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




BANCARIO

Exp. 05-5866. 12235-06. NIEGAN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS EN BANCO PRIVADO.  Alega el recurrente que a pesar de que ha solicitado en numerosas oportunidades la apertura de una cuenta de débito en el BAC San José, dicha institución se niega sin razón alguna, lo cual le ha ocasionado un serio perjuicio pues fue despedido por su patrono al no poder acceder a la cuenta. Esta Sala ya se ha pronunciado sobre casos similares al planteado por el recurrente, se cita la sentencia 8895-05. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Banco Bac San José S.A. revisar nuevamente la solicitud de apertura de cuenta de ahorros del amparado, tomando en consideración lo indicado en esta sentencia. Los Magistrados Solano y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Voto salvado de los Magistrados Solano y Armijo, redacta el primero:

I. Para nuestro voto desestimatorio, es determinante que el Banco recurrido se negara a abrir una cuenta de débito, con base en informes de su sistema de seguridad interna, que no lo recomendó. Siempre hemos estimado que los bancos, al ejercer una actividad privada, no están obligados a abrir una cuenta corriente, o a celebrar ningún tipo de contrato de los usuales en el ramo, de modo indiscriminado, o con cualquier que lo requiera. Esta actividad, como todas las que ejercen las personas privadas, está amparada por el principio de autonomía de la voluntad, de modo que no se les puede compeler a celebrar o no celebrar un determinado acto.

II. Ahora bien, es cierto que los suscritos Magistrados hemos concurrido en otros momentos y con el pleno de la Sala Constitucional, estimando recursos de amparo en los que se ha denegado la apertura de cuenta de débito, cuando es requerida por motivos laborales, a fin de que el salario del interesado sea acreditado por su patrono, a través de la mediación del banco. Y lo hemos hecho así, porque en esos casos está de por medio el derecho al trabajo y la cuenta de débito se convierte en un instrumento indispensable para el ejercicio de ese derecho, o para mantener un determinado puesto laboral. 

En el presente caso, sin embargo, no está probado y así lo recoge el voto de la mayoría, que haya habido una relación entre la negativa del banco y un despido del recurrente. En ningún momento podemos tener por acreditado que al recurrente se le haya puesto como condición para mantener su puesto de trabajo, la apertura de la cuenta de débito en cuestión.

III. En cuanto a los precedentes que menciona el voto de la mayoría de la Sala, reiteramos que se refiere, como allí mismo se consigna, a aperturas de cuentas bancarias, necesarias para el ejercicio del derecho al trabajo, y no es esa la situación que ahora está resolviendo la Sala, de modo que no se pueden mezclar esos precedentes, vis a vis, con la situación que ahora examinamos.

Así las cosas, nuestro voto es para declarar sin lugar el recurso, como en efecto lo disponemos. CL
PROPIEDAD

Exp. 05-8775. 14275-06. SE ORDENA EJECUTAR DESALOJO EN PRECARIO UBICADO EN TERRENO PÚBLICO. Alegan los recurrentes que desde hace más de cuatro años, se ha pretendido el desalojo del precario denominado el Triángulo de la Solidaridad ubicado en San Gabriel de Calle Blancos; sin embargo, no se ha podido ejecutar porque las autoridades recurridas no han hecho nada para ello, especialmente la Comisión Interinstitucional, la cual ha dejado en suspenso el desalojo a pesar de que se trata de un terreno público, sin motivo ni razón aparente alguna, sumiendo a los amparados en un problema grave de salud, ambiental y de seguridad ciudadana por los malos olores, indebida disposición de aguas negras y otros problemas adicionales que trajo consigo la ocupación en precario en cuestión por lo que piden la estimación del recurso y la inmediata ejecución de ese desalojo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, cumplir con la resolución emitida por su despacho número 1813-02-D.M. de las trece horas del trece de mayo del dos mil dos, todo sin perjuicio de la coordinación interministerial que debe existir con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos a efecto de solucionar el problema que requieren las personas que habitan en el precario denominado "Triángulo de la Solidaridad" o "Triángulo Solidario". El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia de este recurso de amparo, pues en el caso presente, lejos de discutirse la vulneración de alguno de los derechos consagrados en la Constitución Política, como en los Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos aplicables en la República, lo que se pretende es que la Sala Constitucional obligue al Ministerio de Seguridad Pública a ejecutar el desalojo ordenado respecto del precario “Triángulo de la Solidaridad”, situado en San Gabriel de Calle Blancos. Es decir, se trata que la Sala Constitucional vierta pronunciamiento sobre un asunto en el cual goza de discrecionalidad la autoridad recurrida, y en el que no se valora –se repite- la lesión de derechos fundamentales. Ciertamente, aunque en la sentencia N°2005-5593 resolví al igual que la mayoría un asunto similar, este nuevo criterio lo sostengo luego de una mayor reflexión sobre los hechos que motivaron la interposición de este recurso. De ningún modo puedo consentir que la Sala Constitucional asuma responsabilidades o que se arrogue funciones de administración activa, las cuales no están contempladas en la Constitución ni en la Ley de la Jurisdicción Constitucional; tampoco debe el Tribunal Constitucional supervisar el cumplimiento de las instituciones públicas de las funciones que el ordenamiento les asigna. En este sentido, le corresponderá a la autoridad accionada definir en que momento ejecuta el desalojo aludido, bajo la observancia preceptiva de las normas y principios que informan el Derecho de la Constitución. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y declara sin lugar el recurso. SL
EXTRANJEROS

EXP. 06-10749. 13880-06. NIEGAN PERMISO MIGRATORIO. Alega la recurrente que las autoridades de Migración se niegan a extender su permanencia legal en el país, pese a que es la posible donadora del riñón que necesita su hermano, el cual sufre de una insuficiencia renal crónica. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, con sus consecuencias.  Considera que la negativa de las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería de negarse a conceder las autorizaciones correspondientes para que la tutelada pueda permanecer en el territorio costarricense de modo legal, es injustificada y lesiona los derechos fundamentales de la actora y del amparado, motivo por el cual lo procedente es declarar con lugar el recurso. Las circunstancias del caso, en lugar de haber sido soslayadas por las autoridades recurridas al  momento de resolver las gestiones formuladas por la actora y el tutelado, sin duda justifican que la Dirección accionada adoptara las medidas pertinentes para que la actora pudiera permanecer legalmente en el país, mientras se determina si puede donar ese órgano. Lo anterior, sin embargo, no se hizo en el caso presente, todo lo cual sin duda constituye una situación injustificada que vulnera los derechos fundamentales de la recurrente y el agraviado, en cuanto se les confirió un trato degradante contrario a la dignidad humana. CL
COMERCIO

EXP. 06-5614. 15490-06. SANCIONES IMPUESTAS POR SUGEVAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 161 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Se alega que no se definen conductas sancionables (faltas leves), que puede imponer SUGEVAL, dando con ello amplia discrecionalidad. Deber de conservar documentación mínima relativa a los inversionistas.  Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Armijo y Abdelnour salvan el voto y disponen darle curso a esta acción. En razón de que estimamos que resulta conveniente que la Sala revise la línea jurisprudencial en que se fundamenta el rechazo por el fondo que se dicta en este expediente, salvamos el voto y disponemos se le de curso a esta acción. Se ordena dar curso
PENAL

EXP. 06-6556. 15261-06. CONSTITUCION DE TRIBUNALES EN PROCESOS DE PENAL JUVENIL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 28 y 29 de la Ley Penal Juvenil y el artículo 111 del Ley Orgánica del Poder Judicial. Alega el recurrente que en nuestra legislación se establece que los menores de edad serán juzgados por un solo juez, lo que vulnera el derecho del menor de edad a ser juzgado por un juez imparcial y objetivo, a la hora de juzgarlo por delitos dolosos graves y sancionado para adultos con pena de prisión superior a los seis años, ya que unipersonalmente no habrá una verdadera deliberación, discusión, análisis y votación de todas las pruebas evacuadas en el juicio, así como los alegatos de las partes. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 2908-97, indicando que el hecho de que en la justicia penal juvenil la etapa de juicio no la celebre un tribunal colegiado en caso de delitos sancionados con pena privativa de libertad superior a tres años, no contradice los artículos 33 y 39 de la Constitución Política.  Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría de la Sala Constitucional en la sentencia N°2006-15261 de las 14:42 hrs. de 18 de octubre de 2006, en cuanto rechaza por el fondo esta acción de inconstitucionalidad, por haberse desestimado en otra ocasión una impugnación similar. Lo anterior por cuanto, el suscrito Magistrado considera que no concurre en el caso presente ninguno de los supuestos contemplados por el artículo 9º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que facultan a este Tribunal Constitucional para rechazar el recurso de manera anticipada. Es claro que la situación impugnada en esta acción de inconstitucionalidad eventualmente puede vulnerar los derechos protegidos en los artículos 33 y 39 de la Constitución Política, en cuanto se permite que sea un juez unipersonal quien resuelva las causas penales que se instauren contra un menor, en lugar de un tribunal colegiado como es el caso de las sentencias de los adultos. Cabe recordar que el rechazo de una acción anterior contra la norma que se impugna en esta oportunidad, en modo alguno veda la posibilidad de promover otras con sustento en otra argumentación, todo lo cual sin duda justifica el trámite de este recurso jurisdiccional. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y ordena dar curso a la acción.

EDUCACION

EXP. 11398-06. 15118-06. SUSPENDEN PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO. Alega el recurrente que el Director de la escuela de sus hijos, le informó que  los menores amparados no podrían recibir lecciones en la institución en el tercer trimestre del curso lectivo 2006. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. Redacta el segundo: Aunque, en términos generales, estamos de acuerdo con el voto de la mayoría, en el sentido de que tratándose de educación privada, ella no es gratuita y la falta de pago de la contraprestación a cargo de los padres del estudiante, permite a la institución, válidamente, negarse a continuar impartiéndole instrucción, interpretamos la noción de separación intempestiva de forma diversa de nuestros compañeros. Consideramos que interrumpir el proceso educativo durante el curso lectivo, aún si ya ha finalizado una de sus etapas (trimestre, por ejemplo), lesiona el derecho a la educación del estudiante, cuya integración en una nueva institución en ese momento es evidentemente más difícil que al inicio del curso íntegro. Por otra parte, no debe perderse de vista que el Colegio cuenta con los medios que el ordenamiento jurídico pone a disposición de cualquier persona para hacer efectivos los créditos que sus deudores no honren oportunamente, resultando más grave el perjuicio que se causa al educando, que el que podría percibir la institución acreedora. Estimamos, por lo tanto, que la decisión de la Sala debió atemperarse bajo esas consideraciones, por lo cual salvamos el voto, para declarar con lugar el amparo y ordenar que se permita a los menores amparados finalizar el presente curso lectivo.  CL
TRABAJO

EXP. 04-7769. 15244-06. DESPIDO DE FUNCIONARIA DEL TSE. Alega la recurrente que en 1998 fue nombrada en propiedad como Jefe la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, después de haberse sometido a un concurso público. Posteriormente, fue ascendida en propiedad como Oficial Mayor Electoral y ese nombramiento fue prorrogado cada cuatro años hasta el 13-07-2004 cuando, mediante un acto carente de fundamentación, se acordó no reelegirla más en ese puesto. Señala que se le ha indicado que la Asesoría Jurídica del Tribunal se pronunciará sobre los extremos laborales que le corresponden, con lo cual considera que se ha dado un despido implícito que es inconstitucional porque es funcionaria de carrera del Tribunal Supremo de Elecciones, nombrada en propiedad mediante el sistema de concurso y con derecho a la estabilidad laboral, por lo cual, aún cuando no se le reeligió en el puesto de Oficial Mayor Electoral, considera que tiene derecho a la estabilidad laboral que le otorga el artículo 192 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, restitúyase a la amparada en pleno goce de sus derechos conculcados en el puesto de Oficial Mayor Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones. Se anula el nombramiento de la persona actualmente en el cargo de Oficial Mayor Electoral adoptado por acuerdo del Tribunal Supremo de Elecciones en sesión número 105-2004 del veintidós de julio del dos mil cuatro con vigencia a partir del dieciséis de agosto del dos mil cuatro. Los Magistrados Vargas, Armijo y Jinesta ponen nota. Redacta el segundo: En congruencia con el voto salvado a la acción de inconstitucionalidad que declaró contrario a la Carta Fundamental el artículo 22 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones (sentencia # 2005-14298 de las 14:57 horas del 19 del 2005), hacemos constar que, en nuestro criterio, no se ha producido infracción alguna que deba tutelarse en la vía de inconstitucionalidad, ni en la de amparo. En efecto, en el voto salvado a la sentencia citada se indicó que es armónico con la Constitución que el legislador declare la exclusión de ciertos puestos públicos del régimen estatutario de ingreso concursal y estabilidad en el cargo. Y que la sustracción de tal régimen del puesto de Oficial Mayor Electoral resultaba razonable. Por otra parte, consideramos que si se sigue la tesis de la mayoría de la Sala de estimar que el cargo debe formar parte de los puestos sujetos al régimen estatutario de la función pública, lo lógico sería que la actora tenga que someterse a la exigencia necesaria para alcanzar la estabilidad que es, al vencimiento del último período por el que fue nombrada, optar por él mediante un concurso público. De lo contrario, la solución que se imparte para este caso concreto resulta contradictoria pues tutela solo parcialmente los principios derivados de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. CL
EXP. 06-12029. 14761-06. INVESTIGACION PRELIMINAR. Alega el recurrente que el Ministerio de Seguridad Pública inició un proceso administrativo en su contra, con base en un informe recabado por la Dirección de Investigaciones Especializadas. Señala que esa investigación preliminar, es nula, pues no sólo se llevó a cabo por órgano no competente sino que además cuando se le entrevistó sobre el tema investigado no se le advirtió de su posibilidad de abstenerse de declarar durante la investigación preliminar, lo que lo colocó en estado de indefensión y convierte al proceso en nulo. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. Con redacción del primero: Aunque respetamos profundamente el criterio vertido por la mayoría, en cuanto declara sin lugar el recurso, salvamos nuestro voto y en consecuencia, declaramos con lugar el recurso por las siguientes razones:  Consideramos que la Administración Pública debe preceptivamente observar los elementos integrantes del debido proceso, incluso en aquellas etapas preparatorias de un procedimiento sancionador, tal y como lo es la investigación preliminar. Si bien, se ha sostenido que estas diligencias de investigación tienen como fin determinar si existe mérito o no para iniciar un procedimiento administrativo, y que por tanto, el momento de la apertura es el procesalmente oportuno para que el funcionario involucrado tenga acceso al expediente, estimamos que éste debe tener acceso a todos aquellos documentos que puedan servir de base para iniciar un procedimiento sancionatorio en su contra, a fin de garantizarle su derecho de defensa.  De esta manera, cuando el posible afectado se entere de su existencia, tenga la facultad de promover todos los elementos de prueba que considere pertinentes para la defensa de sus intereses. El recurrido causó un estado de indefensión al promovente, lesionando los derechos consagrados en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, al no haberle permitido acceder al informe que serviría de base para iniciarle un procedimiento disciplinario. Aunque formalmente el procedimiento en cuestión no había iniciado, el resultado de estas diligencias de investigación podía producir efectos dentro de la esfera jurídica del amparado, y en esa medida, se debió haber garantizado su derecho de defensa y debido proceso. Por lo expuesto, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, con sus consecuencias. CL
NOTARIADO

EXP. 06-11642. 15773-06. NOTARIOS EN DEPENDENCIAS PÚBLICAS. Señalan los recurrentes que son notarios públicos desde hace tres años y se desempeñan en la División Jurídica del Banco de Costa Rica en donde no existe prohibición para el ejercicio del notariado. Afirman que la Dirección de Notariado publicó un aviso dirigido a todos los notarios públicos que ejercen cargos en cualquier dependencia del Sector Público, indicando que por Ley, todas las personas que ocupan cargos en cualquier dependencia del Sector Público o en la estructuras según modelos organizacionales de derecho privado, no pueden ejercer el notariado y se les otorgó un plazo para entregar sus protocolos bajo apercibimiento de iniciar los respectivos procedimientos de inhabilitación. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso señalando lo siguiente: De acuerdo a lo que he manifestado en anteriores oportunidades (entre otros, expediente #05-15882-0007-CO, sentencia #2006-9564 y expediente #06-002555-0007-CO, sentencia #2006-9037), salvo mi voto, en esta ocasión para ordenar curso el amparo, puesto estimo excesiva la intervención de la Dirección Nacional de Notariado respecto de ciertos funcionarios públicos y su posibilidad de ejercer externamente el notariado. Por ejemplo, en relación con el expediente #06-008515-0007-CO, sentencia #2006-10271 del 19 de julio de 2006, externé las siguientes consideraciones: “Me separo de la posición sostenida por la mayoría de la Sala, según la cual la Dirección Nacional de Notariado inhabilitó válidamente al recurrente, puesto que, a mi juicio, ello se dispuso a partir de una lectura equivocada y restrictiva del Código Notarial, contraria a su derecho al trabajo. Los artículos 4° y 5° del Código mencionado no deben entenderse separadamente, sino que ellos son claros al impedir en el 4° inciso f) ser notario público a quienes ejerzan cargos en cualquier dependencia del sector público en la que se prohíba el ejercicio externo del notariado. El 5°, de su parte, exceptúa de la aplicación del impedimento del 4° inciso f) a los funcionarios designados a plazo fijo, excluidos del Régimen de Servicio Civil y que no gocen de compensación económica por prohibición ni dedicación exclusiva. No se trata de presupuestos de impedimento independientes, sino del establecimiento de una regla y de sus excepciones. Así, si contra el actor no existe una prohibición expresa para ejercer el notariado, no debe entrarse a considerar las peculiaridades de la relación de servicio público que establece el artículo 5°, y mucho menos, para crear, a contrario sensu, prohibiciones adicionales. Por ello, salvo mi voto y estimo el amparo.” Por iguales razones, me aparto en este caso del criterio de la mayoría de la Sala, ordenando dar curso al presente amparo. Ordena dar curso
ASAMBLEA LEGISLATIVA

EXP. 06-013221. 16028-06.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA DIPUTADO. Alega el recurrente que en su contra se sigue un procedimiento administrativo, el cual no cumple la normativa aplicable. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. Voto Salvado del Magistrado Armijo Sancho: Me separo, respetuosamente, de la opinión de la mayoría de la Sala, según la cual el amparo es improcedente, pues, a mi juicio, el asunto debe admitirse a trámite, requiriendo los informes de Ley y dictando sentencia en la cual se conozcan los alegatos de fondo del recurrente. Esto, porque la actividad que despliega la Asamblea Legislativa en torno al actor no es indiscutiblemente política, sino que considero que ofrece, más bien, tintes predominantemente administrativos, categoría de actividad que, como bien es sabido, también se desarrolla a lo interno del órgano parlamentario. La dilucidación del tema, en todo caso, me parece preferible efectuarla en una sentencia que se dicte después de haber investigado con mayor profundidad el punto, mediante la incorporación de los informes y argumentos de las autoridades pertinentes de la Asamblea Legislativa. Por ello es que voto por dar curso el amparo. Ordena dar curso.
